
PERSONAS CAPACITADAS PARA INTERPRETAR 
i-4 LEY 

COhlENTARIO A UNA RESOLUCION JUDICIAL 

Por ei Dr. Octn~,io A. I IERNANDI?Z ,  
I'roferor de la Pnci~ltod de Pcrrrho. 

1.0 int~rpretnriún. Conrepfo general. I.n i>iti.i.pr?tircidrr Iciiiil. hlotiz,os dc 
la necesidad de intcrprrfor In IP?. L a  norrizn juridicn cotizo obfeto de in- 
fe~.pi.etnciófl.-C1u.rijicncién <le lo i+zt~rprefociÚrt lv<,nl: en cuanto a su 
alcance; por sr's eIe,tri,rtor; eie otencidn ol sujeto que r~olizc In inter- 
pretación.-I>irporlancia d e  los ixtcrpretocioncs oi<fi'nticiz, zu<~<iI y doctri- 
nal. La interpretación nrrtfntica. La  interpretación usi~nl. La costui>zbre 
y la jurisprudencia covrio f i~ tntes  forn~alcs de la ley.-Rccobitulori6n. 
La inferpretaciiti y .su nutor. 

Rases juddicns de 1" libertad de irnterpvetoriún. El pcns~i>iiiento coiiio esen- 
cia. El pensamiento conlo acción o proceso. La monifestnción del peftso- 
miento y de las ideas. Pen~uiliiento e ideas: concefitos ~,ictnj~tridico.r.- 
Consogroción ronstitz~iion<il de lo libre nzanifesfoción dcl  p~.vtsaniicnto. 
Amplitud de esta libtrtod. Medios especiales de iitonifctnrión consngro- 
dos por la Consfift~ción. 1.n escritu~a pilblirn y le 0riz'ndit.-Sentido loto 
en el pie debe ser ozfendido el térixiiio ideo. Sentido en el  que dehe ser 
foniado el término inquisición.-El pensanriejzlo cotno atributo esencial 
del hontbw. Su nianifestación coi t~o factor social. Iifrpertnncin politira 
de 102 nttdios de exrpresión. Disciplinas n lar qz<e corrrsponde rl ~ S ~ Z L -  
dio de esta aintcrin, y lii>iitniiin rzecesnria de E I ~ C  tr(th<>jo.-La prct~n-  
dida inviolabilidad de la lihtrtod de imjrcnfa. Ainplitud de lo libevfod 
de escribir. Garontia especilica a la libertad de palnbrn. Ventajns de 
e ~ t a  infevprefació~:. Tesis confirmetovin d t  Vnllarfo. La libertad de es- 
c ib i r  y la libertad de publicor escn'fur. Libertad dde publica? escritos. 
Argumentos que refuerzan la interpretación onte7ior.-Rccapitulerión. 

InrPugtración de la Proposición que afirma ser priz>otiva del jlicz io otri- 
buciln de interprrfar la norma juridicn y defensa de la faculfod del Ins- 
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tifuto Mexicano del Seguro Social pera 9-ealiínr1n.-Atribziciones dei 
Instituto Mericono del Seguro Social conio persona juridica.-La persona 
juvídica. Su origen y cxisiencia real. Principales teorias sobre su nafu- 
raleza y sus jocrdtades: teorin de la ficcióri; teoría de la realidad; teo- 
ria de la realidad técnica.-Tendencia doctri>iales y positiuas sobre la 
ertensión de la capacidad juridice de  las personas morales.-Nafuraleza 
de las liniitaciones a la capacidad jziyidicn de las pemones  orales. es. Con- 
clwión final. 

Al jurista que lea el titulo de este trabajo se le antojará absurdo, 
probablemente, que sea planteada la cuestión de determinar quiénes son 
los sujetos de Derecho legalmente capacitados para interpretar la ley. Efec- 
tivamente, dado el concepto general que se tiene sobre la labor del intér- 
prete y la función profesional o social que el mismo desarrolla, no parece 
que hasta ahora, al menos rri nuestro medio juridico, se haya Iiniitado 
la capacidad de todo sujeto irileligeiiie, para desarrollar labor alguna de 
interpretación. Sin embarp,  el oroblerna enunciado ha de ser planteado, 
estu(1iado y, de ser posil~le, r~sueito, debido a que en una sektericia judi- 
cial fué sentada la tcsis de que linicai>zelzte el juez es la persona legalmen- 
te caj2acitada para interprefar la ley. 

Antes de e::aini~?ar la rriédula de esta cuestión, conviene citar, si- 
quiera sea brevemente, los anlecedentes del referido fallo judicial. 

l o u n a  empresa textil promovió hace pocos años, ante el Juez Se- 
gundo de Distrito del Distrito Federal, en materia administrativa, jui- 
cio de amparo en contra del Instituto Mexicano del Seguro Social. 

29-Fué acto reclamado por la empresa, una resolución del Consejo 
Técnico del Instituto dictada en expediente de inconformidad interpuesta 
por aqu6lla. 

3P-Celebrada audiencia constitucioiial en el proceso del juicio pro- 
movido, el C. Juez de Distrito sentenció sobreseyendo en parte el juicio 
de garantías y otorgando amparo de la justicia de la Unión a la quejosa, 
con relación a la parte del acto reclamado no sobreseido. 

" . a  4i '  
4P-Inconforme con la sentencia pronunciada por el C. Juez del Dis- 

trito, el Instituto Mexicano del Seguro Social interpuso recurso de re- 
visión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, corridos los 
trámites legales, el expediente fué turnado para su resolución al Tribunal 
Colegiado del Primer Circuito. 
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5p-En la sustanciación del juicio ante el Juez de Distrito el Institu- 
to sostuvo, en su calidad de autoridad responsable, que la demanda de 
amparo era improcedente, primero: por haber sido presentada exteinpo- 
ráneamenti, y, seguiido, porque consideró que la actora debió recurrir 
antes de hacerlo ante el Juez del Distrito, al Tribunal Fiscal de la Fe- 
deración. 

6P-En su den~anda ante el Juez de Distrito, la actora hizo ver que 
sus trabajadores prestaban servicios a la empresa y regían sus relacio- 
nes con ella, de acuerdo con el correspondiente contrato colectivo que 
fué elevado a la categoría de Contrato T.cy, por decreto del Poder Ejc- 
cutivo y continuaba en vigor, en virtud de decretos posteriores. 

Ahora bien, en el meticionado Contrato Ley se determina qué traba- 
{adores tienen carácter de eventuales y cuáles no. Merced al estudio que 
hizo el Instituto Mexicano del Seguro Social del mencionado contrato, 
para dar resolución a la inconformidad, contra la cual la empresri solicitó 
zmparo, concluyó, aplicando las disposiciones contractuales a la situación 
concreta considerada, que algunos trabajadores de la quejosa no tenían 
carácter de everituales. La  quejosa consideró que tal conclusión del Ins- 
tituto implicó interpretación del Contrato J.ey, para efectuar la cual ca- 
recia de facultades, por lo que 1-ioló en su perjuicio garantías individua- 
les. Jurídicainente la quejosa apoyó su afirmaci6n alepaiido que conforme 
a la fracción xx del artículo 123 de la Constitucií>n, y n los artículos 358 
y 359, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo, sólo compete a las 
Juntas de Conciliación y Arbitrajc decidir las diferencias o cr~nflictos 
que surjan con motivo de las relaciones de trabajo derivadas d~ iin con- 
trato colectivo, obligatorio en los ténninos del articulo 78 dc la propia 
ley. Agregó la quejosa que el articulo 20 transitorio del Rcgla~nento de 
Inscripción vigente en la época, facultaba al Instituto sólo para resolver 
sobre la categoría que corresponde al trabajador, en lo que toca única- 
inente al grupo que debe asignársele, según el salario percibido, y que el 
articulo 69 de la Ley del Seguro Social exceptúa del régimen a los traba- 
jadores eventuales y temporales, calidades que deben ser determinadas, 
según este precepto, de acuerdo con las leyes respectivas, en el caso del 
mencionado Contrato Ley, que claramente define lo que debe entenderse 
por trabajadores de planta, trabajadores temporales y trabajadores even- 
tuales. 
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70-E1 Juez de Distrito consideró fundada la violación a que se re- 
fiere el punto anterior, con apoyo en !a propia argumentación de la que- 
josa y, consecuentemente, que el Instituto violó derechos públicos indi- 
viduales consagrados en los artículos 14 y 16 constitucio~iales. 

8Q-El Tribunal Colrgiado del Primer Circuito, al estudiar los agra- 
vios liechos valer por el Instituto en su recurso de revisión, confirmó lo 
sentenciado por el Juez de Distrito, es decir, desechó las causas de im- 
procedencia que el Instituto pretendió hacer valer, considerando, por una 
parte, que la demanda de amparo presentada por la quejosa, no fué ex- 
temporánea y, por la otra, que aquélla no debió recurrir, antes de hacerlo 
ante el Juez de Distrito, al Tribunal Fiscal de la Federación. 

Por lo quc ve a la x.io!ación cotistitucional reclamada por In qurjosn, 
consistciitr e:] qur el Instituto hlcxicano dcl Seguro Social, con vista al 
referido Contrato Lry, concluyó qne ciertos trabajadores de la empresa no 
tenían carácter de cvrntunles, el Tribunal Colegiado !a estimó fundada, 
pues después de considerar que el Contrato Ley tiene fuerza ob!igatoria 
y es, por tanto, una de las "leycs aplicables" a que se refiere el artícu- 
lo 60 del mismo Reglamento de Inscripción, agrega que la aplicación de 
la1 Contrato debe sujetarse al criterio de la Suprema Corte de Justicia 
sostenido en la ejecutoria que aparece a fojas S43 del Apéndice al tomo 97 
del Semanario Judicial de la Federación, que dice: "Los tribunales no 
deben interprctar!os (los contratos) apartándose de los tfrminos claros 
que fueron einpleados en su redacción; pero cuaszdo ao cxiste esa clali- 
dad, entolzces sc iinpoize su itzterpretaciún." De la tesis transcíita concluye 
acto inmediato el Tribunal, qlie sólo los tribunoles rstán cubacitados para 
interpretar los contratos, y que esta interpretación sólo es legalmcnte po- 
sible cuando no existe claridad en los términos del contrato. Agrega t l  
Tribunal que el Institz~to no co?zstitzsyc u n  tribzlnal y que, por lo misnzo. 
no tiene facultades para interpretar el Contrato Ley de referencia. 

99-231 atención a lo anterior, el Tribunal confirmó cn todos sus 
puntos la sentencia recurrida. 

Fuerza es, sentado lo anterior, analizar la validcz dc lo afirmado 
por el Juzgado de Distrito y ratificado por el tribunal de alzada, y 
averiguar si efectivamente, sólo los tribunales estin capacitados para in- 
terpretar la ley y los contratos y si por el hecho de que el Instituto Mexi- 
cano del Seguro Socia! no constituya un tribunal, carece de facultades 
para interpretar el Contrato Ley que rija las relaciones obrero-patronales 
de determinada empresa. 
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Para lograr este propósito, preciso será sentar una noción general de lo 
que es la internretación, referirnos a la clasificación de los divcrsos mo- 
dos de l!evarln a cabo y, en vista dc lo que sobre el particular se diga, 
averiguar qi~C siijetos son legalinente aptos para realizar la mencionada 
labor de interpretación, así con20 los fundamentos legales que apoyen 
su aptitud. 

Quien estud:e la interpretacií>ii no puc<lc pasar por a!to la raiz ctinio- 
lógica del ~craUlo, porque de ella deriva éste su propio sentido. Iltterpre- 
icciJii, cs voz latina que deriva, según algunos, de interpretari; de interpre- 
!o, que prcriene, a su vez, de interproesurn. La voz latina origen de este 
vocablo significa acción de estar presente o de s e k r  de mediador entre 
dos. ' Otros la hacen derivar de interpres, compuesto de intcr, entre o con 
respecto a algo, y de pretunz, va!or. 

Referida a los hechos o a los objetos, la interpretación deseinprña 
I: funciEn de mediación antes indicada. El intérprete inedia entre el ob- 
¡vio examinado y quien trata de comprender la si~pificación de éste. 
Quicn trate dc comprender la significación del objeto puede ser el propio 
intfrpretc o un tercero. Comúnmente la interpretación se refiere al lengua- 
ie. A toda clase de lenguaje. Desde el punto de vista lógico las palabras 
poseen significado. Ovidio decía: "per signa, ostendo, indico, declaro, 
noto, connoto, ad~zoto, denoto, mostruo, signzaw do". 

Toda palabra provista de intención significativa es, en lógica, con- 
cepto. E1 inthrprete del concepto media entre el significado del vocablo 
por el que se expresa aquEl y quien trata de comprenderlo. 

Para la lógica, la ley es sólo un conjunto de conceptos. Pero "la 
interpretación de la ley es una forma .mi generis de interrpetación o, 
mejor dicho, uno de los inúltiples problemas interpretativos. Pues no sóli 
se puede interpretar la ley sino, en general, toda expresión que encierre 
un sentido. Se habla, por ejemplo, de interpretar una actitud, una frase, un 
escrito filosófico, un mito, una alegoría, etc." 

1 Pedro Felipe Monlaii, Dicc+onario Efiinológico de la Lengua Ca.<i..teiIona, 
Librería "El Aterieo". Buciios Aires. 1951. Pág 781. 

2 Roberto Esteva Ruiz, Las Reglas de Interi>retaci<in e Iitfegrwión p>i el Ds- 
reci~o iMtsicario. Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudeiicia. Julio-Diciembre 
de 1947. Pág. 73. 

3 Eduardo Garcia Máynez, Iiztrodi&crión al Estudio del Derecho Cuarta Edi- 
ción Editorial Porriia, S. A. México, 1951, pág. 315. 
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1.a labor del interprete es labor de búsqueda, de investigación, de 
averiguacióii, de aclaración, de desentrañamiento. El hecho o !a expresióri 
sc interpretan para buscar, desentrañar, descubrir lo que tino u otra 
sipifican. Eii su niás siiiiple manifestación esta tarea se identifica con 
cl entcndiiniento o comprensión de lo interpretado. La intcrpretacibn es 
rializada de modo natural e inconsciente. Pero en otros casos, cuando iiay 
interpretación propiamente dicha, y 110 simple entendimiento, el intérpre- 
te realiza la búsqueda o iuvesti~ación del significado de lo que trata de 
interpretar, mediante una operación lógica, mediante un silogisino, ex- 
presión correcta de un razonamiento deductivo. Fija como preinisa mayor 
el objeto por interpretar, como premisa menor el juicio que sobre tal ob- 
jeto se forma y como conclusión la expresión de tal juicio relacionada 
con el objeto interpretado. Es, pues, la interpretación operación e.srnciai- 
mente inteligente, si por inteligencia entendemos "la cualidad de un ori:a- 
nismo vivo que le permite afrontar y resolver problemas, en particc.lar 
los nuevos y poco conocidos, por medios adaptados a sus propias necesi- 
dades y con mínimo gasto de esfuerzo, tiempo y energía". 

E1 hombre expresa con signos sonoros, míinicos o gráficos lo que 
quiere dar a entender. La palabra cs sonido o conjunto de sonidos articri- 
iados por el órgano buconasofaríngeo, que expresa una idca. 1.a repre- 
sentación gráfica de estos sonidos constituye la escritura. Generalmente 
ia ley es expresada mediante signos gráficos. Los signos miniicos han des- 
aparecido casi por completo del lenguaje jurídico, y los sonoros son im- 
potentes para satisfacer requisitos formales y para asegurar la perdurabi- 
lidad de la norma legal. Los signos legales son impresos en papel y en 
el lenguaje técnico se denominan artículos. Su conjunto constituye ley o 
código. 

E n  su acepción más simple, interpretar la ley es tanto como enten- 
derla. Pero no es este el alcance de la interpretación legal. 

La substancia de la interpretación legal es la investigación dirigida 
a adquirir el sentido y el alcance de la norma jurídica. 

La generalidad de los expositores de este asunto afirma que la necesi- 
dad de interpretar la ley se motiva por la obscuridad de la misma. La obs- 
curidad de la ley es originada, a su vez, por la imperfección humana. La 
imperfección humana es causa de que quien da la ley use imperfectamen- 
te la expresión de la misma o de que quien la obedece carezca de la 
- 

4 Henry Pratt Fairchild, Diccionario de Soriologio. Fondo de Cultura Econó- 
mica. México-Buenos Aires. Pág. 157. 
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necessrin inteligencia para comprender correctamente lo que el autor de 
la !?y quiso inatidar. La falta de acoplan~iento entre la perfeccióti del coi]- 
crpto Ic~islativo abstracto y la imperfección de la inteligencia y de los 
tncrlins <le expresión hiimaiios, causa la obscuridad de la 1t.y. Por lo de- 
más, l~ ley coiiio toda creaciíin humana, es infinitamente perfectible. La 
iriteri>retacií;n de la ley es el imico reriiedio a su obscurid;id. "Esta necesi- 
dad dc la iiitcrpretaci6n se demuestra e11 el orden hist6rico coii el Iipclio 
u~ii\.ersal de que los hechos legales piirairiente p~siiivos ha11 sido siempre 
prececiidos o seguidos de aclaraciones o coinsntarios, y por el progreso 
cvidei;te que en la época irio<lerna significa ia tendencia de que cada ley 
~..t ,..ya . precedida de una i:xposición de motivos, fuente de interpretación 
que ha convertido el procedimiento sistciri:~tico de Savigiiy en e! más apro- 
piado para obtener u11 co~iiplcto conociiniento del precepto que no sea 
~>cr£cctncientc claro (Ged~nar)". 

Sin cinbargo, si~?uesta la iiccesi<lad de interyetar los textos legales, 
curiiido ellos aparczcsn obsciiros o dudosos, 2 será posible Iiablar también 
d<: ii~terprctaciíi~i cuaiido el texto es claro? 

Contesta Riiggiero: "Interpretar es buscar el sentido y valor de la 
norma para ii~edir su exteiisión precisa y valuar su eficacia en cuanto 
a las relacioi~cs jurídicas; pero iio solamente de la norma legislativa y de 
la nonna ohscura c iticierta, sino también del Derecho consuetudinario y 
de la norma clara. Taiiibiéii cl Derecho consuetudinario necesita ser itl- 
terpretado, ya que cunlcjuiera que sea cii un ordenamiento jurídico el pues- 
to reservado a la costumbre, la noriiia creada por &sta exige una valuación 
de su coiitetiido, del fin qiie persigue, una indagación que establezca su 
alcance y pirmita medir su esfera de apl i~ación."~ 

Cabria agregar, a lo dicho por Rugxiero, que siendo la interpretacióii 
~ c t o  inteligente de captación del sujeto hacia e! objeto, ella es en si tnisin;i 
necesaria para la mhs elemental coniprensión no sólo de un precepto. 
sino de una tnar.ifestacicin o de una f6rmula cualquiera, e independienl?. 
mente de que por su expresión defectuosa o por torpeza o insuiicienci-i 
de quien la examina, sea nítida u obscura. Sobre el particular confir:;!:i 

5 Igiiacio de Casso y Romero, Frnncizco Cervcra y Jiménez--4lfnr0, Diccionario 
de Derecho Priuodo. Editorial Labor, S. A. hléxica, 1950. Tonio 11. Pág. 2376. 

6 Roberto de Ruggiero, In.ifilzicione.c de Derecho Ciiril. Traducción de la 
cuarta edicióri itali:ina por Rarnóii Scrrano Siiñer y José Santa-Cruz Teijeiro. 
Editorial Reiis, S. A. Madrid. 1931. 
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Dzib Cardozo: "De los romanos nos viene el aforistno in claris $ton fit 
iiitcrpretatio. Descansaba en la estrecha idea de que sólo era necssario el 
uso de los métodos interpretativos ante la obscuridad o ambigüedad de los 
textos legales. Si el proceso interpretativo e> un camino inevitable que 
recorre la inteligencia partiendo de los signos escritos para arribar al scnti- 
do de los textos, es evidente que cualq~lier precepto jurídico, ya sea obs- 
curo, dudoso o ambiguo, ya claro o transparente, es objeto de esta opera- 
ción del espíritu." ? 

Por último, conviene aclarar que la interpretaciún jurídica no debe 
concebirse liinitada a leyes o precep:os de observancia general, es decir, 
a normas generales, abstractas o impersonalcs, sino quc su alcance Ilcga a 
la coinprensión de nomias individuaiizadas y especiales. Tal ha asentado 1:i 
Escuela <le Viena.8 "Por ello es lícito hab!ar de interpretación de inia 
resoluciiin judicial o administrativa, de un contrato o de un testamento, 
al misino tiempo que de la intripretación de los textos legislativos. !.:t 

dir'erenciz estriba eii q:ie en el primer caso la norina que se ititerprcta 
es de observancia general, en tanto que en las otras la obligatoricdail se 
halla referiiia a personas individualmerite drtcrciinadas". En todo caso 
la distiiitn índole de la norina interpretada, para nada afecta el sentido 
de la interpretación. "A este respecto, continúa el mismo autor, e1 ve- 
tusto y venerable Escriclie habla de que 'puede haber duda u obscuridad 
en las leyes, en las demandas y co:itestacioni.s, en las sentencias, en las 
co~venciones o contratos, en los testamentos y en los hechos; y asi es 
que tenemos que recurrir con mucha frecuencia a la iiiterpretación". 

Por ocnsideraeiones prácticas, sería preferible hablar, como desea 
Ruggiero, de interpretación de las normas jurídicas y no de interpreta- 
cióii de la ley, ya qiie de tal manera quedarian incluidos 10s otros mate- 
riales de la labor lierrnenéutica. 

La  interpretaciin lega1 puede ser clasificada desde tres pintas de 
vista: en cuanto a su a!cance o extensión, en cuanto a sus elementos y en 
cuanto a la persona que la realiza. 

E n  cuanto a su alcance, la interpretación puede ser: declarativa, ex- 
tensiva !r restrictiira. 

7 José Dzib Cardoro, Infrcdlrcción a la FIeriitcrtézrtica Juridirii. México, 1953, 
pág. 21 

8 Dzib Cardoro, ob. cit., pág. 21. 
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I~iiirpretación dt:clarativa es la que tiene lugar ci7:rndo la iitl-a y el 
cs,í:l;iti: o intenci5ii de! legislador estin acordes, de tnl rio-o ?u? quien 
t1el:e ?tiiei:(ier la ley, no se ve obligado a da; preponderancia, rn ceanto 
ni ' iclido dc 1- norma, ni a la letra d.: la misma, ni al es!)iritu o la 
i;!:c!:Ción dc su aii:or. 

Iiiterpi~etación extensiva es la que tiene l u ~ a r  cu:mdo c! texto !e:.:i! se 
::;.!i:::! :i s ,~pucst«i ~oii,~~;-c;i<:idoc, no i.n !a Iclra de la lc;,,. si;io cri !o [pie cl 
in:,.'!rllrcte coiisidiia cl vcrlla¿,;ro scn!lGo <!e clla. 

i'~icrprctaci,íri rcstrictll-n cs 1:: nile tien? lugar citnnr;o e! i:itbrj>!-rtc se 
dr;:mrii~ide de! i-i.;~ificado que pudo t-;i:r la intención dcl aiitor de ! .  ley, 
,':,E! c!Lr pript>n~i,~-n;icia a! ?entido esti-ic:o de la letra qiic In exprei.?. 

Ci>i.io se vcr i  al !iaccr rsferenci:! x 1::s disiintas cl:iscs il: i:i!:i-niitn- 
ció:: iicrivadas de otros criterios, Ins categorías hasta aquí indicadas, 
IXIV<~:YI calificar aisladametite a acpélizs. 

. , Pi:; ::E:; cie;ncntoso ir! interprc::ir;ijn i.; cl3silicnd~. iii gr:!!nltical, Ib- 
gica, liistí>í-ic:i, pasiva. epií~ucya y sisicniitica. 

Interpretacibn gramatical es la que coriesponde a1 tenor litcral de !as 
palabras. 

Intcrpretaciiln l6gica es la que atiende al seiitido racional de la ley. 
It~tcrprctación Iiistúrica es la íjnr se apoya eii !os prece6cntes de la 

ley que se interpreta. 
Intirp;etaciÚii pasiva cs la que tiene Iiigar cuando el inttrprete se 

ve co~streiiido a enteiidcr !a Icy, atendi~ndo a !o dispuesto. piccisnmeiite, 
por otra ley. 

Iiilcr~>rclzci¿ii ep iq~rya  c i  !:i r:iic likliz !u-ir cua.ri<lo cl iiitkpretc 
mtiende ir! ley, prudente y rnoderamenie, considqrando ci;cu!istancias de 
tianpo, lii2:int- y I:eiso:i:?. . , Inter~x-ctrici~~n sistetnálica cs la que to:na conlo :!po:;o la coiigruen- 
iin q t ~ c  e;::!-c z i  g~art1;ln 10s elc:ne.n:os anles mencionados. 

ilii!ores liay que "rcducen 12 oiitirinr clasificación a los térniinos de 
;iicial y IíJgica, entendic~ido que toda interpretación que no sea literal de 
las palabras coritenidns en la disposición legal, ha de ser, por fuerza, 16gi- 
ca. 1.0 iinporkinte, coi110 obseiwa Castin, es no caer en el error de supo- 
ner que csos e?:incritos dan lugar a especies diversas de interpretación 
que pueden 1u11cio:i:ii con independencia y a gusto del intérprete, ya que 
no se trata ric operncioiies separadas, sino de medios que tienen un fin 
coincidente y cooperan a una sola e indivisible actividad". 8 

- 
9 Igiiacio dc Casso y Romero, etc., ob. cit., tomo Ir, pág. 2376. 
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E n  atención al sujeto que realiza la interpretación, 6sta puede ser 
clasificada en pública y privada. 

Interpretación pública es la realizada por sujeto de Derecho públi- 
co, es decir, órgano del Estado. 

Interpretación privada es !a realizada por persona no comprendida 
dentro de las catalogadas colno pertenecientes al Derecho público. 

CLASIFICACION DE LA INTERPRETACION LEGAL 

1 Declarativa 
1. E n  cuanto a su alcance 2 Extensiva 

3 Restrictiva 

1 Gramatical 1 2 Li>rica ., 1 3 Histórica 
11. Por sz~s elenzcntos 1 4 Pasiva 

5 Epiqueya 
6 Sisteinática 

( 1 Pública A Auténtica 
111. E n  atención al sujeto B Usual 

qtee la realiza i 1 2 Privada o doctrinal 

A esa clasificación pueden ser hechas, desde el punto de vista es- 
peciilativo, las mismas objeciones que a la clásica división del Derecho 
en público y privado, materia sobre la cual, como es bien sabido, la doc- 
trina no ha llegado a acuerdo definitivo. 

La interpretación pública se divide, a su vez, en ititerpretación autén- 
tica y en interpretación usual. 

Interpretacibn auténtica es la que realiza el mismo legislador. 
Interpretación usual es la debida a los usos o costumbres expresa- 

das en las resoluciones de los tribunales. 
Interpretacibn privada es interpretación doctrina!, es decir, elabora- 

da por quienes cultivan la ciencia del Derecho y tratan de explicar el ver- 
dadero sentido de la ley. 

Para el objeto de esta serie de consideraciones. o sea para deteminar 
quién es sujeto capacitado para interpretar la ley, poco importa que nos 
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ocupemos de los distintos tipos de interpretaciones nacidos de las clasifica- 
ciories hechas eii cuanto al alcance o por lo que mira a los elementos de 
la interpretacihn. En cambio, tiene singular importancia que nos refira- 
tiios a la interpretación usual y a la interpretación doctrinal. 

Interpretación auténtica es la debida, precisamente, al legislador, al 
:riitor de la ley, no como erróneamente se cree con frecuencia, la que 
realiza tercera persona con apoyo en lo que aquél expresó. "No es in- 
tcrpretación auténtica lo que dijo el diputado tal o el senador cual en el 
recinto legislativo; la crisis de los trabajos preparatorios de la ley ha 
sido evidctite, mucho más después del notorio esfuerzo que en ese senti- 
do lia heclio Capitant. Hoy no queda ya nadie que pueda admitir seria- 
mente que los antecedentes parlamentarios de una ley constituyen inter- 
pretación auténtica. Tampoco es interpretación auténtica lo que el legis- 
lador dijo rn los fundairirntos o en los motivos de otra ley posterior. 
Interprctacih auténtica es solamente el texto rigurosamente dispositivo 
de üiia ley posterior qi!e determine el alcance de la ley anterior". lo 

La interpret~iciiin auténtica no es considerada en nuestros días como 
rer<ladera iiiterpretación. Fué Justiniano quien, en el Derecho romano, 
reclamó par;! si como ordenador del c u r p w  juris civilis la facultad de 
iriterpretrir In ley, <lue algunos emperadores habían delegado en otras 
personas. 

Las legislaciones españolas, antecedentes inmediatos de la nuestra. 
como ei 1:uero Juzgo, las Partidas y la r\íovísima Recopilación ratifica- 
:on para sí tal precedente. " 

10 Erlii::iclo J. Couture, Infc~prefación e Integración de los Leyes Pvocesales. 
Itrslrt:i <!e 1:t Esci:el:i Niciotial de Jurisprudeiicia. Septirrnbre de 1949. Pág. 44. 

11 "Cucmo las 1cYcs ~nladinas  so11 prorcrhosas cor atoller los pecados de los 
haiiici, así Ins oscuras destorbaii qi:r las non ,,cede Iiorne ordciiar. Ca i l r ~ n a s  cocas 
iiiertes sor, ordenadzs, i r r  oscuras palabras, dc allí iiascen cotitiendas e m:ichas di- 
versida<les <le pleitos e nnscen dirbdns entre los jueces, así que no piirden poner 
térmiiio a las pleitos. Onde queremos enmendar ecte libro y esplanar las cacnc qtir 
snii rnaitnlcs facer pindarns, e abrir las qiie m i  encerradns c coni$lir las qiie S311 

coiiienzndas con tal rnanern <,::e todas Iris pueblos dc niiestro Reyno entiendan quc 
son bien enmeiidadas" (i i<en, .l+!:~go). 

"Diidosas sserido Ins leyei, por !erro de escritura o por mal cntcndimieiito del 
qiie las Icyese porque dchie?eii ser bicii es:ral;:diriadzc a facer entender la verdad de 
ellas, csto iio puede ser :m c~tro feclio sitio por aquel que las fizo o por otro que se2 
en SU lugar que llaga roder de las incer de iiizero y y a r d a r  aquellas fechas" (Par- 
tidos.) 
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"homes sabidores et entendidos de juzgar". El número de sentencias con- 
firmatorias de anteriores varia, según parece, en las distintas ediciones 
de las Partidas, de dos a treinta. Lo cierto es que del espíritu de dicha 
!ey se infiere que es indispensable para toda costumbre que aspire a fuerza 
obligatoria, la repetición y multiplicidad de los actos que la constituyen, 
por lo que para la obligatoriedad de la costumbre judicial de que se Iia- 
bla, debe exigirse un número dado de sentencias en el mismo sentido. Tal 
número puede ser arbitrariamente determinado por el legis!ador que ad- 
mita la costumbre jurisprudencia1 como fuente de la ley, con tal de que, 
como dice conocido autor, las resoluciones judiciales que han de inte- 
grarla "no sean contrarias a la equidad, ni dadas por error o por capri- 
cho, pues que deben estar apoyadas en las reglas de la interpretación doc- 
trinal, de la cual es hija la usual. . . Hay, en efecto, algunos tiempos 
fatales, tiempos de partidos, de facciones y de anarquía, tiempos en que 
no la ciencia, la rectitud y la probidad, sino la ignorancia, la presunción, 
la avaricia y la iniquidad, logran sentarse en el solio de la justicia, tiem- 
pos en que hay acepción de personas, en que hoy se juzga de un modo y 
mañana de otro sobre negocios de igual especie, según el color político 
de los litigantes, tiempos en que reina sólo el torrente desenfrenado de 
las pasiones antisociales que ahogan hasta en los tribunales la voz de la 
ley y el grito mismo de la razón. No busquéis en ellos ejemplos que imi- 
tar, no busquéis ~recedentes que seguir, no busquéis interpretaciones legi- 
timas ni jurisprudenciales de costumbre, aunque se os presenten treinta, 
cuarenta y cien sentencias uniformes". l4 

He dicho que e! elemento básico de la interpretación usual es la cos- 
tumbre, y la costumbre es una de las varias fuentes formales del Derecho. 
Es, pues, un prcccso de manifestaciói~ de las normas jurídicas. 

"La costumbre es un uso implantado en una colectividad y conside- 
rado por ésta como jurídicamente obligatorio; es el Derecho nac'd L o consue- 
tudinario, el jus moribus constitutum". l5 "De acuerdo con la llamada teo- 
ría 'romano-canónica', la costumbre tiene dos elementos, subj~t ivo uno, 
objetivo el otro. El f i r i ~ & ~ r o  consiste en la idea de que d nso en cuestión 
es jnridicanzcnte obligatorio y debe, por ende, aplicarse; el segnndo, en 
La práctica, suficientemente prolongada, de zcn deterwiaado proceder. La 
- 

14 Jcaquin Eccriche, Diccionario Ramnedo de Legirlación y Jurisprudencia. 
Garnier Hnos. Libreros Editores. París, 1903, pág. 952. 

15 Clnude Du Pasquier, Introduction la Tiiéorie Genéraie et d la Phiiosophie 
du Droit, riy. 36. 
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convicción de la obligatoriedad de la costumbre implica, pues, la de que 
el poder público puede aplicarla, inclusive de manera coactiva, como ocu- 
rre con los prede~tos  forriiu!ados por el legislador. Los dos elementos del 
Derecho consuetudinario quedan expresados en la ya citada fórmula: in- 
veterata consuetudo et ofiinio juris seu ft.eccssitatis". l6 

La interpretación usual es, según lo dicho, costumbre que adquiere 
cierta obligatoriedad, gracias a que pasa por conducto del órgano juris- 
diccional que la hace palpable seíialándola coino contenido de las resolu- 
ciones que pronuncia. Precisa, por ello, preguntarnos en qué momento deja 
una costumbre de ser mero hábito para convertirse en norma jurídica. 

La  mayoría de los autores sostiene CIL!~.. la regla emanada de la cos- 
tumbre iio puede transformarse en precepto jurídico obligatorio, en tanto 
el poder público no reconozca tal obligatoriedad. 

"El reconocimiento de la obligatoriedad de una costumbre por el po- 
der público puede exteriorizarse en dos formas distintas : expresa o tácita. 
El conocimiento expreso realizase por medio de la ley. El legislador es- 
tablece, por ejemplo, que a falta de ley aplicable a una determinada con- 
troversia, deberá el juez recurrir a la costutnbrc. El reconocimiento táci- 
to consiste en la aplicación de una costumbre a la solución de casos con- 
cretos". " 

Pero, eii general, se acepta que la costumbre no puede surgir inde- 
pendientemente, como fuente formal del Derecho, si le falta el reconoci- 
miento Icgal de su obligatoriedad, por los órganos del Estado. 

Así, Icelscn, que toma como punto de partida el principio de estabi- 
lidad del Derecho, afirma que una regla de conducta sólo tiene carácter 
obligatorio cuando mediante ella se representa la ro!untad del Estado. De 
aquí concluye que "el Derecho consuetudinario no puede nacer sino a tra- 
vfs de la actividad de los Grganos jurisdiccionales". 

Djdvara, por su parte, dice que "la costumbre no podría ser fuente 
del Derecho positivo si no fuese aplicada por los órganos estatales a los 
casos concretos (especialmente por los tribunales, en materia de Derecho 
privado). E s  la jurisprudencia la que da vida a la costumbre como fuente 
del Derecho, al aplicarla a los casos individuales." '" 

16 Eduardo Garcin hliynez, oh. cit., ~ h g .  07. 

17 Ediiarda Garcia Máynez, ob. cit., pág. 63. 

18 Cita de Eduardo Garcia Máyncz, ob. cit., páz. 64. 

l o  Idern, Rtcueil d?tudes sur les sourccs du droit. París, 1931. tomo I, pág. 237. 



Por último, Planiol afirma: "No creo que sea posible crear al mar- 
gen de la jurisprudencia, reglas consuetudinarias juridicainen're obliga- 
torias". 20 

Como es bien sabido, la costumbre en el Derecho mexicano tiene es- 
casa validez, como fuente formal del derecho ". . . la costumbre, según 
el Derecho patrio, es fiqente subsidiaria de la lev". 21 "Ida costumbre des- 
empeiia cn nuestro Dcrccho un panel miiy secundario. Sólo es iuridica- 
mente obligatoria cuando I n  ley le otorga tal carácter. No es, por ende, 
iuente inmediata, sino n ~ r d k t a  o sufiletoria del orden positivo". 22 Esta 
~firmaciOn, sin embargo, no quiere decir que la costumbre sea irrelevan- 
te, piiesto que por sil misma mediatez, tiene que tener repercusioiies en 
?1 orden jurídico positivo. Tales repercusiones se producen a través de !a 
labor jurisprude~icial. La jurisprudencia, concebida, no como ciencia del 
derccho o tcorz'n del orden positivo, sino como confn~rto de principios 
doctrinas contenidas en las decisiones de los tribunales que tiene fuerza 
obligatoria, tanihién es doctrinalmente considerada como fuente forma! 
del Derecho. 

La  jurisprudencia con-~o fuente formal del Derecho. no es otra cosa 
(l"e la costumbre expresada mediante manifestaciones del brgano jiiris- 
diccionnl y hecha obligatoria en los térmitios de la !e?. Pero ni es cierto 
que toda costumbre oblicatoria es interpretación del órgano jurisdiccio- 
nal que le dé aquel carácter, ni tampoco toda internretacibn jurisdiccional 
es, por fuerza, costumbre obligatoria, en el sentido jiirisprudencial e11 "ue 
ve!iimos hablando de ella. 

Efectivamente se reconocr. por lo geiieral, que la costumbre puede 
presentar tres diversas formas: la costumbre con arreglo a Derecho, la 
costumbre en cotitra de la nornia jurídica y la costumbre como fucntc 
<te la ley ante 12s lagunas de la misiiia. E n  el primero y en el tercero de 
!os casos mrncionados, la costumbre tiene la misnia fuerza ohlixatoria 
que cuando adquiere ésta por la actuacibn del órgano jurisdiccional. ". . . La 
costumbre con arreglo a Derecho, no ofrece problema alguno, supuesto 
que en esa hipótesis, tia es por rirtud de la costumbre, sino en atención 
a la ley, como adquiere fuerza obligatoria. Simplemente, significará que 

20 Iden?, pág. 64 

21 José Gornis y Luis Muñoz, Elenienfos de Derecho Civil Miricnrio. México. 
1942, tomo 1, pág. 160. 

22 Eduardo Garcia Máyiiez, ob. cit., pág. 67. 
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el poder público reconoció en un momento dado la costumbre, si &sla fuí. 
anterior a la ley, o bien, que la facilidad de la norma jurídica, por ob- 
tener una correspondencia y acatamiento constantes en la conducta de 
los hombres, ha permitido que se respete la ley en numerosos casos, cons- 
tituyendo la buena costumbre de observarla, para que así pueda decirsc 
que del cumplimiento esacto y permanente de la ley, nacií, la costiiniSre 
con arreglo a la misma..  . El  verdadero problema, dada la solución ca- 
tegórica que tenemos en el artículo 10 del código civil, para el caso antes 
~nalizado se presenta en la tercera forma de la costumbre qL;e sea, cuando 
ésta viene a suplir las lagunas de la ley". 23 ''12s resolucioiies de carác- 
ter judicial repi-escntan, en la mayoría de los casos, la aplicacLón de nunie- 
rosas normas, generales y especiales, materiales e instrunieritales, en re- 
iación con 13s controversias planteadas ante las autoridades competenties. 
Cuando un fcllo se dicta de acuerdo con las dis?osiciones )-a establecidas 
(legisladas o coniuetudinririas), stlo constituye un acto de aplicacikn de 
tales preceptos y no es, por ende, fuente formal de! orden positivo. Pcro 
puede ocurrir que el juez a quien corresponde resol~er  un conflicto, des- 
cubra que no fiay clisposicioncs aplicables. E n  esta hipótesis, está obliga- 
do a recurrir a los principios generales del Derecho. E s  decir, tendrá que 
!lenar una laguna de la ley y, al hacerlo, dará a su sentencia el carácter 
de fuente de Dereclio. Podemos decir, por tanto, que las resoluciones 
judiciales o administrativas son fuente formal del orden jurídico cuando 
i:o representan una simple aplicación de preceptos ya formulados o de 
costumbres jurídicamente obligatorias. Sólo que las reso!uciones de que 
hablamos obligan únicaniente a las partes que han intervenido en el pre- 
cepto. Dicho de otro modo: las normas en que tales resoluciones se basan 
:lo son generales, sino esfieciales o indinidtudiradas", 24 

Lo  que sucede es que al afirmar que la interpretación judicial cons- 
tituye un acto creativa del Derecho, se confunden dos operaciones dis- 
tintas que están vinculadas estrechaniente entre s í :  la interpretación de 
las leyes y la  integración de las mismas. 

". . . L a  interpretación judicial, estrictamente delimitada, no puede 
ser creativa del Derecho. Lo será, si así se quiere, la actividad jurisdic- 
ciona! tomada en su conjunto, esto es, involucrando en la tarea del juez - 

23 Rafael Rajina Villeas, Derecho Civil A4e.rirono. Antigua Librería Robredo. 
México, 1949, tomo 1, "Iritroduccián y Perscnas", pág. 223. 

21  Eduardo Garcia hliynez, ab. cit., pág. 69. 
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el repertorio de procedimiento de integración, pero si el juez no sale de 
los linderos de la interpretación, su función, única y exclusivamente, es- 
tará encaminada a inquirir el sentido de una disposición jurídica para 
entresacar de ésta el principio normativo que servirá de base a su función 
jurisdiccional. -4ún más, extendámonos hasta casi incidir en la tesis de 
los partidarios de la identidad de estas dos operaciones de la Técnica Juri- 
dica de Aplicación del Derecho y pensemos que la interpretación es un 
momento de la integración de la ley. Pues bien, ~a qué se reduce ese mo- 
mento? Simple y sencillamente a declarar el sentido del texto legal y 
nada más. La interpretación, por tanto, es un momento declarativo y nunca 
un momento creativo". 

En nuestro Derecho, la jurisprudencia es conducto mediante el cual 
la costumbre llega a tener validez obligatoria para ciertos órganos juris- 
diccionales, cuando es la sentada por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nacibn, funcionando en Pleno o en Salas, según lo determinan los articu- 
los 192 a 197 de la Ley de Amparo vigente, y cuando provime de resolu- 
ciones del Pleno del Tribunal Fiscal de la Federación, según lo fija el 
articulo 156 del código de la materia. 

Como dijimos, interpretación doctrinal es la debida a escritores y 
juristas que al entender la ley la explican, extendiendo o restringiendo 
su alcance. Por ello, detitro de la interpretación doctrinal quedan com- 
prendidas las categorías de interpretación declarativa, interpretación ex- 
Lensiva e interpretación restrictiva que explicamos con anterioridad. ". . . Y 
si bien esta clase de interpretación no puede ser invocada ante los tribuna- 
les de justicia, éstos deben estar siempre en contacto con la doctrina cien- 
tífica y no deben prescindir, sin razones graves, de las orientaciones y 
soluciones que ésta marque cuando sea comúnmente aceptada. . ." 25 

"Se da el nonzbre de doctrina a los estudios de carácter cientifico que 
los juristas realizan acerca del Derecho, ya sea con el propósito puramente 
especul<utivo de sistematiaación de sus preceptos, ya con la finalidad de 
interpretar sus normas y señalar las reglas de su afilicaci6n. Representan- 
do la doctrina el resultado de una actividad teorética de los particulares, 
sus conclusiones carecen de fuerza obligatoria, por grande que sea el 
prestigio de aquéllos o profunda la influencia que sus ideas ejerzan en 
el autor de la ley y las autoridades encargadas de aplicarlas". 26 - 

25 Ignacio de Casso y Romero, ob. cit., tomo 11, pág. 2377. 

26 Eduardo Garcia Máynez, ob. cit., pág. 73. 
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"Cuando los estudios doctrinales tienen por objeto comentar o in- 
terpretar las normas vigentes, su naturaleza se asemeja a la de la aplica- 
ción del Derecho a un caso concreto, porque en ambos casos se interpre- 
tan normas jiirídicas. Pero en tanto que el autor, al emitir sus opiniones 
y elaborar la doctrina, formula coriclusiones sin que tengan un caricter 
obligatorio; el juez busca el sentido del Derecho para aplicar éste a1 caso 
rle controverzia que se ha sometido a su conocimiento, imponieiido su 
decisión a las partes, con fundamento en !a autoridad de que est i  investi- 
do. Siendo la doctrina el siniple resultado del estudio del Derecho, llevatlo 
a cabo por l~articulares, sus conclusiones no pueden ser juridicatnentc 
obligatorias, por mucha que sea la autoridad que las revista en ocasiones 
el prestigio de sus autores y por grande que se considere la accptacióii 
que tengan en el campo científico y especulativo. 1.0s principios de !a 
doctrina pueden servir para inducir al juez a interpretar el Derecho en 
determinado sentido, cuando descansan en razo~iatnientos que se impo~ieri 
al criterio judicial o se sustentan eii la nutoridad que hayan ndquirido; 
pero no pueden ser nunca invocados para exigir sil nec-saria observancia, 
porque carecen de fuerza obligatoria". 

No obstante esta carencia de fuerza ob!igatoria que en si misma tie- 
ne la doctrina, puede ella llegar a constituir fuente formal del Derecho, 
~i una prescripción legislativa le otorga tal carácter. Sobre e! particular, 
(Iice el ya invocado Garcia Máynez: "Las opiniones de ciertos juriscon- 
sultos de la IZoma imperial, por ejemplo, eran obligatorias para el juez, 
por disposición expresa de! Einperador." "Es práctica constante desde el 
emperador Tiberio (42 a. C. 37 d. C) ,  que los jurisconsultos niás enii- 
nentes reciban del I'imperador el jus respondendi, jzcs publice, populo 
rcspo~zde~tdi, o sea, el derecho a eniitir dictámenes obligatorios para el 
juez, para el juder privatus noinbrado en el proceso y para el magistrado. 
Siempre que el respoxsunz que exhiba una de las partes provenga de un 
jurista autorizado y en él se guarden las formas de rigor -estar otorga- 
do por escrito y sellado-, el juez tiene que respetarlo en su sentencia, 
si no se le presenta otro de diferente tenor, que reúna idénticas condi- 
ciones. Esta autoridad de que en un principio sólo gozaban las respuestas 
dadas espe,cialtneute para un proceso, extiéndese luego por vía de costum- 
bre, a cualesquiera otras formuladas con anterioridad, prescindiéndose 
también de la forma oficial, y bastando que las opiniones se manifiesten 
- 

27 Trinidad García, Apuntes de Introducción al Estudio del Derecho. Cuarta 
Edición. Editorial Porrúa, S. A. México, D. F., 1949, pág. 28. 
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en forma de doctrina en las colecciones del responsa; consérvase noticia 
de u11 rescripto del emperador Adriano (76-138 C.), en el que se con- 
firma expresamente esta costumbre. Los dictámenes de los juristas privi- 
legiados -resfon.sm prudentium- se convierten asi en una especie de 
fuente de Derecho, y su virtud va comunicándose, poco a poco, a toda la 
!iteratura juridica -(Rodolío Sohm, Instifzcciones de Derecho Privado Ro- 
nzano, 17"d. Trad. \V. Roces, pág. 83)". za 

En  nueslro Derecho, la doctrina carece de fuerza obligatoria formal 
y no puede ser considerada como fuente de Derecho. 

A fin de resumir lo hasta aquí dicho que sea de interés central para 
la cuestión supuesta, puedo tomar, con libertad, connotativas frascs de 
3z ib  C a r d o ~ o , ~ ~  acerca de lo que es la interpretación y de quién la eje- 
cuta: la interpretación en el ámbito jurídico es "la operación del espí- 
ritu que indaga el sentido de los textos legales u otras formas juridicas 
de los tcxtos de expresión, para obtener los principios normativos que en- 
cierran. . . 

Ahora bien, siendo la interpretación una operación de inteligencia cs, 
ciertamente, tarea de alguien referida a algo, o expresado en otras pala- 
bras: a la interpretación corresponde un sujeto o un autor: el intérprete, 
que obra o actúa sobre un objeto o materia, las normas juridicas. 

. . .En términos generales, sujeto de la interpretación es cualquiera 
persona que averigüe el sentido de una expresión jurídica. . . Sin embar- 
go, tradicionalmente se ha afirmado que existen tres clases de interpreta- 
ción: auténtica, judicial y doctrinaria. 

Con esta clasificación sólo se hace referencia a la posición que el in- 
térprete ocupa: el legislador, colocado en el más elevado estrado jerár- 
quico, es el sujeto de la interpretación auténtica; el juez, personaje cen- 
tral del drama de la interpretación judicial, ocupa el sitial inmediato. Por 
ultimo, el jurisconsulto, autor de la interpretación doctrinaria, ocupa un 
postrer lugar en esta gradación. 

Pero estas tres formas de la interpretación, hay que tenerlo presen- 
te, no difieren más que por la categoría del intérprete." 

Si por la índole y naturaleza misma de la interpretación, si por la 
estructura general de In cosa juridica, si desde el punto de vista de la Ló- 
gica, si de acuerdo con los principios de la jurisprudencia, como ciencia 

28 Eduardo Garcia Máynez, ob. cit., pág. 73 

29 José Dzib Cardoro, ab. cit. 
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del Derecho; si, en fin, de acuerdo con el sentido común es posible con- 
cluir que no existen limitaciones para que cualquiera persona dotada de 
inteligencia realice una actividad dimanante de esta cualidad, como es 
la interpretación de las normas legales, cabe preguntar ahora si tal con- 
clusión puede recibir apoyo jurídico. 

Creo posible responder afirmativamente a esta pregunta. 
La interpretación como función inteligente, se realiza mediante la ac- 

tividad pensante del sujeto, es decir, por un curso de ideas determinadas, 
de carácter sirnbiilico, iniciado por un problema o tarea cuyo análisis lleva 
a una conclusión. 30 Por su propia naturaleza, el pensamiento es subjeti- 
vo, y siendo subjetivo, quien lo produce está en libertad de expresar o 
de guardar para si la conclusión alcanzada al aplicarlo a un análisis. De 
la voluntad del sujeto depende que el fruto de su actividad intelectiva 
salga a la luz o quedz en secreto. El intérprete, en cuanto el fruto de su 
tarea es conclusión de su labor pensante e inteligente, podrá expresar 
su interpretación o no. E n  el primer caso, la interpretación no pasará de 
simple pensamiento; en el segundo, se traducirá en acción, porque acción 
es la labor de darle forma a fin de poder expresarla. La interpretación, 
pues, puede tener dos diversas manifestaciones : interpretación pensamiento 
e interpretación acción 

Ahora bien, la libertad de todo sujeto para interpretar pensando y 
para interpretar actuando está constitucionalmente consagrada y garanti- 
zada por nuestro Derecbo. Los articulas 69 y 7Qde nuestro Código Funda- 
mental consignan, dentro de los derechos públicos individuales, tales liberta- 
des, como formas dt la libertad de pensamiento y de la libertad de expresión. 
Por ello, habremos de referirnos a los términos en que la llamada liber- 
tad de pensamiento y la libertad de expresión de éste, están consagradas 
en nuestra Constitución, a fin de precisar hasta donde sea factible el al- 
cance de la libertad en que he afirmado está toda persona para interpretar 
la ley. 

Cuando al acaso se habla del articulo 69 de la Constitución, se 
dice que el mismo garantiza la libertad de pensamiento, tomando por 

30 Howard C. Warren, Diccionario de Psicologia. Fondo de Cultura Econó- 
mica. México-Buenos Aires. Pág. 262. 

31 Al ser discutido el artículo 7' en 1856, decía don Guillermo Prieto: "En 
el articulo hay una deplorable confusión, porque se trata de la manifestación de las 
ideas, se mezcla la libertad del pensamiento con el medio de la publicidad, se pasa 
del escritor al autor, se incurre en redundancias, se complica todo, se confunden el 
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tal la libie "manifestación de ideas". La expresión es, sin embargo, ina- 
decuada. En ella se afirma una inexactitud. Hay, sin duda, confusión de 
conceptos. Se habla indistintamente de pensamicnto. de ideas y de mani- 
festación de ideas o de pensamientos, atribuyendo a estas expresiones 
equivalente significado. Y en ello radica el error. 

Dada la múltiple significación de este último concepto -pensamien- 
to- entre él y la idea es factible establecer claras diferencias a la vez que 
una relación de género a especie y otra de causa a efecto. 

En su significado lato, pensamiento implica todos los fenómenos ani- 
micos, vulgarmente conocidos bajo el nombre de operaciones del dma,  
dentro de las cuales la idea no es más que el resultado de un proceso men- 
tal cuyo punto de partida ha sido una sensación - c a u s a  sensibps- que 
el intelecto transforma en percepción. 

La idea, entonces, no siendo más que la etapa final -resultad+ de 
un proceso psicomental, constituye sólo uno de los tantos fenómenos aní- 
micos, cuyo conjunto forma el pensamiento. Relación de género a especie. 

Pensamiento, aquí, ha sido concebido como esencia, o, al menos, co- 
mo denon~iuación de un conjunto de esencias. Concepto estático. Concep- 
to objetivo. 

Pero al lado de esta noción, existe otra que concibe al pensamiento 
como proceso. Concepto dinámico, mutable, y susceptible de objetivación. 
Pensami'ento: ejercicio de la razón humana; proceso por el que la mente 
elabora el dato sensible basta convertirlo en idea o conjunto de ideas; 
proceso por el que las ideas, a su vez, se reelaboran hasta devenir concep- 
tos; proceso por el que los conceptos se relacionan entre si hasta consti- 
tuir juicios. Relación de causa a efecto. 

Sin la actividad pensante, la sensación permanecerá siendo simple 
dato sensible, propio de la animalidad, sin transformarse en percepción, en 
idea, en concepto, en juicio. La percepción, -sensación intelectiva- pre- 
cede a la idea, "como el golpe al sello". "La impresión de los objetos exte- 
riores en nuestros sentidos se llama sensación. 

La impresión que esta sensación produce en nuestra alma se llama 
percepción. El resultado de esta percepción se llama idea. Mi alma recibe 
la percepción, no recibe la idea, porque la idea no está en una impresión 

pensamiento con la máquina, la idea con la prensa mecánica y se llega a un verdadero 
extravía, a un completo laberinto" (Francisco Zarco, Hirtoria del Congreso C m -  
tituyenfe de 1857. México. Imprenta 1. Escalante. S. A. 1916. Pág. 125. 
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ocasionada por los sentidos: las idear no están en el orden material. La 
idea se forma en mi alma: es la tarea de mi pensamiento, como la sensa- 
ción es la tarea del objeto que hirió mis órganos. La idea sigue a la per-- 
cepciófz; como a la impresión de nuestros pies sigue la huella, como a la 
estampación sigue la estampa. Cuando queremos sellar alguna cosa, dainos 
primero un golpe; al  golpe sigue el sello. El golpe es la prrce~ción; el 
sello es la idea. La percepción pone en contacto la sensación y la idea, 
como el crepúsculo pone en contacto la noche y el día. La percepción par- 
ticipa de la sensación y de la idea, como el crepúsculo participa del día y 
de la iioclie ; es un crepúscuio en eJ horizonte de nuestra alma. Si el hom- 
bre no tuviera más que percepciones, no podría juzgar Iúcidarnente'el 
hecho más trivial. Una idea basta para trastornar al mundo entero. La 
percepción e's mixta; viene del cuerpo y llega al alma. La idea es pura; 
sale del alma y no llega al cuerpo..  .'j3" El pensamiento es la mano que 
entinta el sello y el brazo que descarga el golpe. 

Existe, pues, clara diferencia enrte el pensamiento como esencia, con 
respecto al cual la idea es una especie y el pensamiento como acción, a 
cuya relación la idea es un efecto. 

La  manifestación, por su parte, puede referirse al pensamiento en 
su amplio significado, o bien en su acepción estricta; y también a las 
ideas, según que se exteriorice cualquiera facultad anímica, un proceso 
mental, o los resultados de éste. 

De acuerdo con estas someras nociones, y aun cuando el texto del 
artículo 60 constitucional no indicara otra cosa, resulta sencillamente ca- 
rente de sentido, afirmar que el articulo otorga el derecho a pensar como 
a uno le venga en gana; o sostener que 'el precepto garantiza la libertad 
de  fensamiento. 

La latitud constitucional puede ser ampliada a todo lo que se quiera, 
merced a las nuevas tendencias del Derecho Público, o por medio de los 
modernos influjos que ensanchan cada vez más la actividad estatal en 
mengua del radio de acción individual. Pero este acrecentamiento de las 
zonas del Derecho y del Poder tiene por fuerza que estar limitado, no 
por ordenamientos superiores ni por derechos naturales, sino por la na- 
turaleza, la esencia, la idiosincrasia de aquello que, por más circunloquios 
que se hagan, no puede ser concebido como regulado por órdenes norma- 
tivos externos. 
- 

32 Roque Barcia, Sinónimos Castellanos. Segunda Edición (póstuma). Buenos 
Aires Editorial Sopena Argentina, S. R. L. Pág. 27. 
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No puede ser otorgado aquello que por esencia pertenece ya a quien 
se pretende darlo; ni puede ser garantizada la libertad de lo que, por 
hipótesis, es incoercible. 

El pensamiento, ya se le considere esencia, ya se le conciba acción o 
proceso, se encuentra, como todo fenómeno vital, en estado tendiente a ex- 
tenderse, es decir, en estado de libertad. Por supuesto, dicho estado de liber- 
tad no es absoluto ni permanente, pero sus limitaciones provienen, o bien 
de su propia snbstancialidad, o bien de un estado patológico. Jamás de 
una norma jurídica. E n  rigor, y no obstante el cotidiano perfeccionamien- 
io de los procedimfentos inquisitivos de la política contemporánea, el me- 
dio exterior es aún incapaz de actuar con fines determinados sobre el 
pensamiento. Puede influir en él, claro está, porque el pensamiento como 
esencia tiene carácter marcadamente receptivo, pero esta influencia no 
puede ser subordinada a fines prefijados y controlada en cuanto a los 
efectos que produzca. Por otra parte, cuando la acción exterior pretende 
influir a toda costa el pensamiento, ella tiene que ser de tal manera fuerte 
y revestir tales condiciones de brutalidad, que su inmediata consecuen- 
cia es la producción del antedicho estado patológico, en el caso, equivalen- 
te a la anulación de la personalidad del sujeto pensante, si por personalidad 
entendemos la organización integrada por todas las características cog- 
noscitivas, afectivas, volitivas y físicas de un individuo tal como se ma- 
nifiesta a diferencia de otros. 

Interiormente, la Única norma capaz de imprimir determinados mó- 
dulos al pensamiento, es la regla moral con la que se autodetermina el 
espíritu; o bi'en, en ocasiones, el postulado religioso que brota cuando el 
pensamiento renuncia a inquirir, conformándose con el dogma, traducien- 
do en una posición religiosa lo que naturalmente debería transformarse en 
actitud gnoseológica -agnóstica-. 

Esto supuesto, :qué sentido tiene hablar del derecho a pensar y de 
la garantía de este derecho, si se parte de la imposibilidad real de incluir 
en el campo del Derecho, conceptos metajuridicos -cogitationis pmenam 
nemopatitur-? 

Otra cosa sucede tratándose de la manifestación de las ideas. Esta 
fase de la cuestión sí cae por su propio peso dentro de la órbita del 
Derecho. Puede afirmarse, aunque no corresponde fundar tal opinión en 
este trabajo, que el articulo 6Q de la Constitución consagra no sólo la li- 
bertad de manifestar las idea ,  sino la de manifestar el pensamiento. 
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La amplitud del término manifestación da al precepto constitucional 
mayor alcance que el que quizá hubiera sido dable lograr usando algún 
otro vocablo. Comprende mnnifestnción, cualquier medio, desde el mani- 
fiesto público hasta la simple sonrisa significativamente esbozada, a través 
de la cual nuestra idea pueda ser captada por otro hombre. 

Tan vasta es la extensión del concepto manifestar, que uno de los 
miembros más distinguidos del Congreso Constituyente de 1856 trató de 
que se restringiese dentro del articulo, ya fuera por medio de un califi- 
cativo, ya mediante su substitución por otro. 33 La consideración hecha 
por d Constituyente de 56, es válida para el Código Fundamental vigente, 
porque salvo la supresión de una palabra, el Constituyente de 1916 re- 
produce íntegro el texto del artículo 69 del Código Político de 1857. De 
ahí que su espíritu auténtico deba ser deducido de los debates que prece- 
dieron a la expedición de este Código. A ello obliga e! propio Dictamen de 
la Comisión, que, presentado en la sesión del día 12 de diciembre de 1916, 
decía a la letra: "El Artículo 69 del Proyecto de Constitución, relativo a 
la libertad de pensamiento, o más bien, la externación del mismo, se 
ha tomado casi literalmente de la Constitución de 1857. Las razones que 
lo justifican son las mismas que se trajeron al debate en esa histórica 
Asamblea, lo cual exime a la Comisión de la tarea de fundar su opinión, 
pues le basta con remitirse a los crónicas de aquella época.. ." 

El uso del vocablo manifestación es afortunado. Su propia amplitud 
permite que el precepto constitucional pueda tener eficacia real sobre si- 
tuaciones que, por rrrotivos naturales, el Constituyente no pudo prever. 
Situaciones de esta especie se dan actualmente gracias a los procedimien- 
tos telemecánicos y radioeléctricos de comunicación. 

Sin embargo, existen ciertos medios de manifestación que por estar 
mayormente caracterizados, cuentan con preceptos especiales dedicados a 
ionsagrar!os. Tal sucede con la escritzrra, piblica y pri;,rida. La pri;-,era 
- 

33 Efectivamente, don Ignacio Ramírez propuso que se dijera: "Manifestación 
par medio de signos, porque no hay acción humana que no sea manifestación de 
una idea, Y el mismo asesinato no es más que la manifestación del odio y del rencor. 
Para no permitir el crimen. basta pues, decir que sólo se permite la manifestación 
de las ideas par media de signos; pues esta manifestación nunca puede ser un delito, 
y sólo es admisible la excepción de la injuria, y por esto la establece el articulo 
que (se) propone.-La manifestación de una idea, es siempre una proposición: tal 
proposición es tina afirmación o una negación, y de gue un hambre afirme o niegue 
lo que le da la gana, a ningún otro le puede resultar ningún mal". (F. Zarco, ob cit., 
$p. 89.) 
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halla su lugar en el articulo 79, al que me referiré más adelante, y la se- 
algunos articulas cuyo contenido viene a ser, en cierta medida, consecuen- 
algunos artículos cuyo contenido viene a ser, en cierta medida, consecuen- 
cia directa de la consagración de la libertad de manifestación de las ideas. 
Tales preceptos son, entre otros, el 39, el 89 y el 24. 

Son los aludidos medios de manifestación de las ideas, concreciones 
de la regla general postulada en el artículo que estudio, y en tal virtud, 
dado que. las características del género se repiten en sus especies, una téc- 
nica lógicojuridico rigurosa, aconsejaría la supresión de los mencionados 
preceptos en aquellas de sus partes que sólo reproducen el mandato gene- 
ral del artículo 69, en tanto que éste perdure en los términos en que actual- 
mente existe. 

No obstante, la existencia de tales repeticiones se justifica por razo- 
nes políticosociales que no es el caso invocar. 

Demostré antes, que el término idea, cualquiera que sea la acepción 
pn que se tome el concepto pensamiento, es mucho más restringido que 
éste, con relación al cual será especie o resultado -punto que señala una 
etapa-, según que aquél se conciba esencia o proceso. 

Pero el derecho a que se refiere el precepto constitucioi~al, es dere- 
cho de la personalidad, y los derechos de la personalidad deben ser en- 
tendidos en términos tan amplios como lo permita una interpretación ra- 
cional y congruente. No significando, pues, lo mismo idea que pensa- 
miento; siendo más amplio este último concepto que aquél; no habiendo, 
por otra parte,, razón para suponer que el legislador quiso restringir la 
garantía a la sola manifestación de las ideas; ni argumento sólido que 
fuerce a concluir que se tuvo la intención de usar este último vocablo con 
exclusión de cualquier otro; se puede afirmar que lo que el artículo con- 
sagra es no sólo la libertad de manifestación de las ideas, sino la libertad 
de manifestación del pensamiento. 

En  uso legítimo de esta libertad, tendrá que entenderse que, salvo 
las excepciones señaladas por el propio articulo, no podrá ser coartada 
mediante inquisición administrativa o judicial, la manifestación de cual- 
quier facultad psíquica, fenómeno anímico, operacibn del alma o como 

34 Así lo admitió en el Congreso de 1856 el señor Arriaga, quien afirmó 
que: "El articulo no alcanza a la manifestación de las ideas por medio de Inc cartas, 
pues sobre ésto ya queda establecida una firme garatitía. Tampoco se refiere a la 
libertad de impreiita, pues del ejercicio de este derecho se ocupa otro articulo (ar- 
tículo 7P)". F. Zarco, ob. cit., pág. 91. 
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quiera Ilaniarse pensamien to  esencia: afección, emoción, volición, etc., 
etc.- ni la manifestación de una sensación, percepción, idea, concepto 0 

juicio - pensamiento proceso, pensamiento acción. 
El articulo 60 constitucional de que me vengo ocupando, preceptúa 

que la manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque la moral, los de- 
rechos de terceros, provoque algún delito o perturbe el orden público. 

Los artículos del Código Fundamental que sirven de base a la estruc- 
turación de nuestro Derecho Penal, aluden indirectamente ,al término in- 
quisición dándole contenido propio cuyo análisis no corresponde hacer 
en esta ocasión. Asimismo, los articulos 24 y 130 se refieren a la sustan- 
tividad del vocab!o como denominación correspondiente a una clase es- 
pecial de tribunal eclesiástico, cuyas actividades ya obsoletas, por lo de- 
más, son bien conocidas. 

E n  ninguno de los dos aspectos mencionados, está tomado el vocablo 
en el articulo 69. El legislador sólo ha tenido en cuenta al usarlo, su sig- 
nificación etimológica. 

Tal se desprende, efectivamente, de que lo refiera tanto a la actividad 
emanada de la autoridad judicial, como a la desplegada por la ndnzinistra- 
tiwa; lo que no sucedería si al término se  le diera su ~xac t a  significación 
jurídica, pues según ésta, la inquisición sólo es propia de la autoridad 
judicial. Por inquisición, se entiende en Derecho, la pesquisa o averigua- 
ción que hace el juez, del delito y del delincuente, en virtud de declaración 
judicial o de noticias extrajudicia!es; 3" y la pesquisa, se hace consitir, 
a su vez, en la averiguación que hace el propio juez, excitado por delación 
judicial o por noticias extrajudiciales. 

Así, pues, para que la inquisición pueda ser función de la autoridad 
administrativa, precisa prescindir de estas dos connotaciones y acudir a 
la que la voz tiene en si misma, sin circunscribirla a su especial califi- 
cación. 

Inquisición es la voz activa del verbo inquirir originado en el corres- 
pondiente verbo latino, inquerere, inquisito, iizquisitioi~es; compuesto, a 
su vez, de querere (buscar, indagar) y del prefijo in, que en este caso ex- 
presa relación de superposición o de dirección hacia un punto, de agre- 
gación, de entrada, de ingreso, como en las palabras incitar, ingresar, 
inmutar, inmiscuir, insultar, etc. ; de donde inquisición significa tanto co- 

35 Joaquín Escriche, ob. cit., págs. 904 y 1412. 



72 OCTAVIO A. HERNANDEZ 

mo buscar en determinada dirección, hacia un punto cierto; búsqueda 
intencionada. 

E n  tal virtud, lo que el artículo veda es toda búsqueda o indagación 
concreta, intqcionada de la autoridad administrativa o judicial, que tenga 
por objeto la manifestación del pensamiento, salvo los casos excepcionales 
a que el mismo artículo alude y a los que no hay por qué referirse en este 
momento. 

El pensamiento acción encuentra su base jurídica en el artículo 79 
constitucional. Es éste un complemento de la garantía que a la manifes- 
tación del pensamiento da, como hemos visto, el artículo 69 del propio 
Código. Decía Pascal que el hombre es tan frágil y débil como una caña. 
Sin embargo, concluía, el hombre es una caña que piensa. Quítese al hom- 
bre su pensamiento y quedará despojado de su atributo esencial por 
excelencia. Dejará de ser hombre. Y si éste es un ser sociable -zoon 
politikon-, hecho que la Filosofía postula y la experiencia demuestra, 
la manifestación del pensamiento será el vínculo más poderoso que una 
los lazos de un conglomerado. Resulta inconcebible una sociedad -sacie- 
dad humana- cuyos miembros fueran incapaces de transmitir su pensa- 
miento. Una asociación de este tipo, podría existir quizás en el campo 
de las hipotesis puras, pero no sería humana, sino animal. Con lo ante- 
rior queda dicho todo. 

Pero la manifestación del pensamiento une a la trascendencia di- 
cha, importancia singular, atendiendo a las formas de la vida política de 
los pueblos. Su necesidad se deja ver a través de diversos modos de ex- 
presión: la palabra hablada, natural o mecánicamente difundida; la es- 
critura, periódica o esporádicamente manifestada; el dibujo, etc., etc., que 
llenan especiales funciones en los regímenes gubernativos: encauzamien- 
to de la opinión pública, crítica general, elección de representantes popula- 
res, etc., etc. 

Las funciones de estos medios de expresión se desprenden exprofe- 
samente de la estructura constitucional y tácitamente de la naturaleza so- 
cial; en ambos casos preséntanse como necesidad ineludible derivada de 
la convivialidad humana y de la condición y posición del hombre en el 
Estado y de éste frente a aquél. 

De ahí que los principales matices de expresión del pensamiento 
cuenten con garantías específicas en los ordenamientos constitucionales. 

Profundizar los conceptos hasta aquí expresados, es tarea de disci- 
plinas íntimamente conectadas con la Ciencia del Derecho, pero, sin em- 
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bargo autónomas de ella: Sociología, que estudia los fundamentos sociales 
del fenómeno; Política, que averigua sus repercusiones en las formas de 
organización social; Filosofía del Derecho, que indaga y fija los derrote- 
ros que encauzan estos fundamentos y ponderan estas repercusiones; son 
las disciplinas que dan a la Ciencia Pura del Derecho, su material regla- 
mentable, sobre cuya naturaleza, características, relaciones, etc., no le co- 
rresponde especular a ella. 

En trabajo como el que se desarrolla, ni siquiera puede rozarse ligera- 
mente el asunto, haciendo referencia a aquellas de las mencionadas disci- 
plinas que mejor pudieran llegar a desenvolver el análisis emprendido, 
principalmente a la Política en cuyos principios sobre el particular, sería 
dable hallar base para intentar el estudio sistemático de la garantía consa- 
grada en el articulo 79 de nuestra Constitución. Nuestro derrotero, limi- 
tado, habrá de ser otro. 

La libertad de imprenta, como uno de tantos medios de manifesta- 
ción del pensamiento, no es privativa en su otorgamiento y garantía del 
artículo 79 constitucional. Como antes indiqué, al referirme al artícu- 
lo 6?, según los términos de generalidad en que éste está concebido, el 
mencionado medio de manifestación del pensamiento, se encuentra otorga- 
do y garantizado por dicho precepto. Este habla, sin distincibn y sin 
limitación alguna de la manifestación del pensamiento. Sin embargo, mo- 
tivos y razones de orden político y social forzaron a nuestros Constitu- 
yentes a incurrir en esta tautología legislativa, valga la expresión -cosa 
por lo demás, no exclusiva de nuestro pais-, y a garantizar en especie 
lo que ya antes había garantizado en género. 

Por supuesto, que comparando los textos de los artículos 69 y 7? de 
nuestra Carta Magna, se percibe claramente que este último precepto no 
se limita a reproducir, referidos a la imprenta, los términos del articu- 
lo 60, dirigidos en general a todos los medios de manifestación de las 
ideas. Por el contrario, el artículo 79 otorga a la imprenta prerrogativas 
y garantías especificas que habría sido absurdo consagrar a otro inedio 
de manifestación que no fuese precisamente este. Pero esta observación, 
cierta sin duda, conduce no a la justificación, dentro de estricta técnica 
legislativa, de la inclusión del artículo en el Código Político, sino a la 
necesidad, en todo caso, de una ley reglamentaria del artículo 69, que 
desmenuzara el mandato indiferenciado de éste, respecto a la imprenta 
y a los demás medios de manifestación de las ideas. 
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Sin embargo, resulta lícito apartarse del rigor de los cánones del pro- 
cedimiento legislativo, cuando para ello existen motivos políticos, razones 
sociales y circunstancias históricas que así lo justifiquen. 

El articulo 79 constitucional prescribe que: "Es inviolable la liber- 
tad de, escribir y publicar escritos sobre cualquier materia". 

E n  las primeras palabras de este articulo se deja sentir la influen- 
cia romántica heredada de la Revolución francesa que pretendía alcanzar 
la perfección jurídica, la tranquilidad y el orden social - e s o  que podría- 
mos llamar política manchesteriana o fisiocracia social- por medio de 
declaraciones contundentes de graciosa simetría literaria. Bella ilusión 
desconocedora de la realidad y supina ignorancia de lo que es el sustrato 
de lo jurídico -norma arbitraria, violación, sanción-! 

Y lo curioso es que el positivista Congreso de 1916, antimetafísico, 
realista, abstractófobo y materialista, que criticaba al Código de 57 tener 
"el aspecto de fórmulas abstractas ep que se han condensado conclusio- 
nes científicas de gran valor especulativo, pero de las que no ha podido 
derivarse sino poca o ninguna utilidad positiva", 3a pasó por alto el des- 
cuido o la ilusión de aquel cuerpo legislativo que lo precedió. Error  
disculpable en época en la que verso, rima y norma podían marchar de 
la mano, porque el viejo concepto de la justicia era susceptible de poe- 
tizarse, al tiempo que dragonear de bardo casi era imperativo; pero falta 
imperdonable en los días petulantes de un materialismo que impone sus 
dogmas sin andarse por las ramas. 

Si la liberad, cualquiera que ella sea -hagamos abstracción de aqué- 
lla que el artículo garantiza-, es inviolable, resulta peregrino otorgarle 
garantía que justameuVe, se hace tanto más necesaria y debe ser tanto 
más enérgicamente consagrada, cuanto mayor sea la posibilidad real de 
que aquélla se viole. 

La libertad humana, en aras de cuya consagración se originan, pre- 
cisamente, las construcciones constitucionales, no deja de ser violada por 
el hecho de que un mandato categórico, así sea todo lo constitucional que 
se quiera, declare que la misma es intangible. Si así fuera, el problema 
de la realización de la liberad habría dejado de existir en el momento de 
promulgarse la primera ley constitucional que ordenara su inviolabilidad. 
De realizarse esta hipótesis, la regulación concerniente a la libertad no 
caería dentro del ámbito jurídico, y ella no se expresaría a través de una 
- 

36 Félix F. Palavicini, Historia de lo Conrtitución de 1917. México, D. F., 
toma 1, pág. 145. 
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norma de Derecho, sino probablemente, mediante una ley natural. Por  
eso, la Única libertad que por incoercible resulta inotorgable e ingarantiza- 
ble, es la libertad de pensamiento en sus más variadas formas. Respecto 
a ella si cabría la declaración categórica del legislador que ahora critico, 
habiendo podido decir en consecuencia, rotundamente: "Es inviolable la 
libertad de pensar. .  ." Pero esta enfática afirmación, pese a su exac- 
titud, seria extrajurídica, puesto que bien vista, su esencia no puede i r  
más allá del recoiiociniiento de un fenómeno que existe independiente- 
mente de ella. Tanto equivaldría asentar en texto constitucional qiie es 
inviolable la Ley de la Gravitación Universal. 

Mesura y ponderación en las declaraciones de principios, de acuerdo 
con la clase de norma de que se trata, y congruencia con las criticas en- 
derezadas al Código de 57, f u t  lo que faltó en este punto al Constituyen- 
le queretano, que más atinado habría estado formulando un principio 
tibio si se quiere pero jurídico y real - "no deberá ser violada la liber- 
tad de escribir.. . " ,  que declarando un postulado contundente, pero utó- 
pico y fuera de lugar. 

37 Lo  cqiiivoco del cnmiiio que siguieran nuestros Constituyentes salta a la 

vista si se recuerdan algunas nociones elementales sobre la Filasofia de la norma de 
Drrerlio. "1Tna iiormn posee fncticida<l, afirma Garcia Máynez (ob. cit., pág. 7) ,  
runiido es obedecida. Pero la obedicticia dc los deslinutnrios iio es incleicctible. S i  no 

pudicveii e!los dejar de cuiiiplirh, periliiia la nori:m sii carácter obligatorio para 
roiivertirie en ley naturai". Así, pues, e s t i  en la eseticiu de la ri&ma jurídica la po- 
sibili<la<l de ser violailn. "Por eco dice Kelscii quc es tina cojin inten>iedi<i de cpli- 
cnciÚ<i, qiie n o  puede llc-ar al limite superior de obediencia complria, ni descender 
al inferior de nho!iiio inn<r~p!i~+iienfn. S i  las normas jiiriclicac fiirseii acatadas de 
maiicra neccsari:., dejarían de ser iinpcrativac, para convertirse en leyes naturales. 
Y si, por lo contrario, fueicri violridas sieinpre, resultaría imposible atribuirles el 
calificnlivo de positivas (Hans  Kelsen, Teorla Gcrrcrol de! E r t d o .  Traducción Legaz 
Lninmbra)". -Positivo es el orden que se cumple-. Garcin Mágiier complementa 
estas tiocioiics coi? i i r m  afirmnciOti particulzr: "A nuestro modo de ver, dice, una 
nornia dc Ilereclio, puede ser cumplida eii todo caso. sin perder :u carácter obliga- 
torio: dejaria d* ser norma sólo eii la Iiipótecis de que m observaricia fuese nece- 
saria, es decir, eii el supuesto de que las destinatarias no pudiesen dejar de obede- 
cerla. Pero si 13 posibilidad de una infracción subsiste, 1s norma que siempre se 
cuniple sigue sicndo norma, y alcaiiza el limite superior del esqiiema krlceniano. 
Es i>oco ~>robnble que los preceptos dotados de facticidad completa sean muy nume- 
rosos; pero la problemática realización de nuestra Iiipótesic no nos autoriza para 
descartarla, iii para declarar quc el precepto que tuviese la eficacia plena, se volvería 
ley de la naturaleza". 
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La libertad de escribir consiste en la expresión sin trabas del pensa- 
miento a través de signos o simples manifestaciones externas que evocan 
en el entendimiento de quien las capta la idea, el concepto o el juicio de 
algo. Cuando el signo estriba en un sonido, o en la representación gráfica 
de un sonido idiomático, se está en presencia de un carácter específico 
denominado letra. Cuando la letra o conjunto de letras se articulan me- 
diante la expulsión del aire pulmonar y la modulación bucolinguopaladial, 
se da nacimiento a la palabra. 

El articulo habla irrestrictamente de la libertad de escribir, de tal 
modo que este último término debe ser tomado en su acepción genérica, 
sin limitarlo a sentidos particulares, por lo que la amplitud de esta liber- 
tad resulta extraordinaria, pues ella comprende la manuscritura, la este- 
nografía, la litografia, la tipografía, el dibujo en cualquiera de sus for- 
mas, etc., etc. 

Ello se deduce de que, aparte de que la letra del articulo no distin- 
gue, impidiéndonos, por consiguiente, distinguir; tratándose de una ga- 
rantía individual, ella debe ser comprendida en su mayor latitud posible; 
y también de que es dificil hallar, mediante raciocinio lógico, las razones 
que el legislador hubiere podido tener para garantizar sólo determinada 
clase de escritura, dibujo, verbigracia, dejando sin garantias las manus- 
critura o la litografía, a pesar de ser estos medios de manifestación del 
pensamiento, tan idóneos para su expresión, como los demás. 

Inclusive, forzando un poco la interpretación, puede admitirse que 
en esta parte del precepto, encuentra su garantía especifica la libertad de 
palabra. En efecto, si se ha visto que la sustancia de la escritura radica 
en representar por medio de signos los conceptos y las ideas, en una 
palabra, el pensamiento, seria erróneo entender que tal representación 
necesita ser precisamente gráfica -concepto, por lo demás, el más 
frecuente y corriente-, puesto que representar significa tanto como hacer 
presente o manifestar algo por palabra o figuras -gráficas-, que se 
fijan en la mente que las capta. 

Esta manera de entender las cosas, aparte de no estar en pugna con 
el sentido, no tanto de e,ste artículo constitucional, como con el del pre- 
cedente -artículo 69 y con el del titulo de las garantías individuales, 
dentro del cual se halla colocado el p recep to ,  tiene la ventaja de adaptar 
la disposición legal a las nuevas condiciones de divulgación del pensa- 
miento, evitando la incongruencia y el anacronismo que resulta, en virtud 
de razones prácticas, de garantizar especificamente un medio de expresión 
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del pensamiento, poderoso, como lo es la imprenta, y no otorgar igual 
garantía a otro vinculo de manifestación, tan potente o, si se quiere más 
aún que aquél, como lo es la difusión del pensamiento a través de la pa- 
labra natural o radiada. 

También se logra mediante esta interpretación obviar la deficiencia 
que ya señalaba Vallarta al comparar las garantías de palabra y de prensa, 
evitándose que esta Última quede, como combatía este autor, en situación 
preferente a aquélla, gracias a una interpretación restringida y equivocada 
del precepto. 

Por lo retorcido de los argumentos que la sustentan, pueden hacerse 
serias objeciones a la interpretación propuesta, pero muy probablemente 
ellas serían sólo formales, no encontrándose obstáculos fundamentales 
que impidan apuntar la antedicha solución al fondo del problema. 

Desde otro punto de, vista, cabe afirmar que la libertad de escribir 
queda comprendida en la más general de publicar escritos sobre toda ma- 
teria, consagrada por el propio articulo. Efectivamente, según afirma el 
licenciado Burgoa, "bajo esta garantía individua!, tal como está con- 
cebida en la Constitución, se comprenden dos libertades específicas: la 
de escribir y la de publicar escritos. E n  realidad, desde el punto de vista 
mismo de la naturaleza jurídica de toda garantía individual, que implica 
un valladar al Poder Público, hubiera bastado con hacer mención a la 
segunda de dichas libertades, o sea la relativa a publicaciones sobre cual- 
quiera materia. En efecto, lo que la Constitución pretende garantizar me- 

38 La Constitucicin de los Estados Unidos, decia, no contiene sobre la libertad 
de prensa, más que este precepto: "El Congrcso no expedirá leyes.. . que restrinjan 
la libertad de la palabra o la de prensa". Y casi todas las Constituciones locales 
de los Estados precisan la filosofía de estos conceptos. ordenanda ésto: "Toda per- 
sona puede libremente hablar, escribir y publicar sus opiniones sobre todas las mate- 
rias, siendo responsable del abuso de este derecho. Ninguna ley se expedirá que 
restrinja o limite la libertad de la palabra o la de prensa.. ."; equiparando así la 
palabra hablada con la impresa, las leyes de ese país han resiielto práctica y acerta- 
damente dificultades que no tienen solución bajo el imperio de la teoría que se con- 
tradice, al conceder fueros y privilegios al pensamiento que la imprenta publica, y 
que niega al mismo pensamiento que la palabra expresa; cantradicción en la esfera 
de los principios, que llega a las más inicuas consecuencias en la aplicación práctica 
de la ley". (Ignacio L. Vallarta, 1,'otos. Imprenta de Francisco Diar de León. Mé- 
xico, 1883, tomo 111, pág. 349.) 

39 Ignacio Burgoa, Las Garantim Indiuiduoles. Ediciones Botas. MGxico, 
1944, pág. W2. 
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diante la consagración de derechos públicos individuales relativos a la 
libertad, es precisamente el ejercicio social, objetivo, trascendente de ésta. 

En  tratándose de la libertad de pensamiento, instituyó ésta como 
expresión, manifestación, ezterioriaación, o emisión de ideas. Por lo 
mismo, en lo que concierne a la libertad de imprenta, nuestra Ley funda- 
mental establece la garantia individual respectiva que ve a la emisión, 
expresión o exteriorización del pensamiento, llevados a cabo dichos ac- 
tos por medios escritos (libros, periódicos, impresos, etc.). E n  la mente 
del Constituyente no estuvo la intención de tutelar jurídicamente el simple 
hecbo de escribir, sino el deseo de proteger la manifestación pública de 
lo que se escribe, que no es otra cosa que su publicación o emisión. En  
consecuencia, hubiera sido suficiente que el artículo 70 constitucional hu- 
biese hecho referencia únicamente a la libertad de publicar o de publica- 
ción, ya que ésta presupone la de escribir, la cual, a su vez, sin la primera 
es ajena al campo social, estando, por ende, substraida al orden público, 
como lo está la mera concepción de una idea que no se exterioriza de nin- 
guna manera". 

Publicar, significa hacer algo patente, notorio, manifiesto, visto, sa- 
bido, del dominio público. De tal manera que la publicación de un escrito 
puede, según el mandamiento legal, ser hecha no importa por qué medio. 

Ahora bien -vuelvo a la interpretación expuesta con anterioridad 
a fin de reforzarla-: ¿un  escrito -tomando el vocablo como sinónimo 
de impresión gráfica- puede ser dado a la publicidad por medio de la 
palabra? Evidentemente que sí. Piénsese en el caso de que el propio au- 
tor de un libelo le dé lectura en la plaza pública o en la radioemisora. En  
ese supuesto se llegará a muy diferentes conclusiones, según se acepte o 
se rechace la interpretación antes esbozada. 

Si ella se acepta, el manifestante, ya sea en su calidad de orador, ya 
en la de escritor, gozará, en ambos casos, tanto de la garantia genérica 
que otorga el artículo 69, como de la especifica que consagra el artículo 70. 

Pero, si por lo contrario, no se admifie, que el articulo 7Q garantice 
junto con la libertad de prensa la de palabra, se tendrá que concluir que 
el libelista actuando como orador acarrea para si determinadas consecuen- 
cias de Derecho, diferentes de las que se originarían si actuara como es- 
critor. 

Supóngase que el escrito que difunde por su propia voz contiene 
ataques a la seguridad exterior de la nación. La diferente apreciación 
de sus actos, traería como consecuencia, si se le considera orador que se 
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juzgue su delito conforme a un procedimiento y ante tribunales comunes 
y corrientes; en tanto que si se le califica como escritor, deberá someter- 
sele a fuero especial en cumplimiento de lo dispuesto por la fracción VI  

del artículo 20 constitucional. 
Se podría responder a ésto que si el ataque a la seguridad nacional 

lo realiza por medio de la palabra, nada tendría que ver en este caso 
la anterior disposición, que exclusivamente se refiere a los delitos de 
prensa. Pero el ejemplo -que al fin y al cabo no pasa de ser un ejem- 
plo, susceptible como tal, de multiplicarse hasta el infinito. o cuando me- 
nos hasta donde lo permitan los limites de la imaginación-, puede ex- 
tremarse. Supóngase, en efecto, que la difusión del contenido del escrito 
se lleva a cabo simultáneamente por medio de la prensa y por medio de 
la palabra, pues en tanto que su autor vocifera en la plaza pública, los 
ejemplares del pasquín, son repartidos en el mismo lugar, a profusión. 

¿ A  la jurisdicción de qué tribunal será sometido el delincuente? 2 Juz- 
gará de sus hechos el juez común o el Jurado Popular? Y si se considera 
que el problema es meramente de hecho y que su solución sólo estriba 
en que se otorgue al delincuente la calidad de orador o la de escritor, y 
se adopte en consecuepcia una u otra solución, ésta, ;será justa?, será 
congruente con el espiritu del legislador plasmado en este artículo, en el 
título sobre las Garantías Individuales y en la Constitución toda? 

Las respuestas que quepa dar a cada una de estas cuestiones son nume- 
rosas y su sentido tendrá que variar de acuerdo con las condiciones de 
hecho en que se apoye el problema. E s  difícil en extremo y sumamente 
arriesgado apuntar una solución en abstracto. No obstante, nie atrevo a 
insistir en mi primitivo punto de vista: qn  virtud de que el radio de acción 
de la palabra hablada se ha ensanchado hasta equipararse o sobrepasar a 
la palabra escrita, las razones que el legislador haya tenido para garantizar 
específicamente esta última, deben haderse extensivas a aquélla. 

Antes de llegar al desenlace derivado de la exposición hecha hasta 
este momento, podemos, para facilitar ésta, recapitular en puntos sinté- 
ticos las proposiciones que se desprenden de la mencionada exposicióu. 
Son ellas : 

la-La interpretación es una operación inteligente que desempeña 
función de mediación entre un objeto que trata de ser comprendido y el 
sujeto que ha de comprendqrlo. Puede la interpretación versar sobre to- 
ta clase de hechos o de conceptos. La Ley, como conjunto lógico de con- 
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cepto, es objeto susceptible de ser interpretado. En su acepción más sim- 
ple, inkrpretar la ley es tanto como entenderla, pero la esencia de la in- 
terpretación legal se encuentra en la investigación dirigida a adquirir el 
sentido y el alcance de la norma jurídica. 

2a-No es elemento indispensable para posibilitar o para hacer ne- 
cesaria la interpretación de la norma jurídica, la obscuridad de ésta. La 
norma clara es tan interpretable como la norma obscura. 

3"La interpretación legal es interpretación de normas jurídicas. 
Puede referirse a cualquiera disposición de Derecho, sea general o indivi- 
dual, abstracta o concreta, personal o impersonal. Son susceptibles de in- 
terpretación, las leyes, los contratos, las sentencias, los hechos y actos 
jurídicos, etc., etc. La  distinta índole de la norma interpretada, no afecta 
el sentido de la inberpretación, sino en todo caso, el alcance de su obliga- 
toriedad. 

4a-En atención al sujeto que interpreta la ley, la interpretación le- 
gal puede ser pública, privada o doctrinal. La interpretación pública se 
divide en interpretación, auténtica e interpretación usual. La  considera- 
ción de esta clasificación, tiene relevancia capital para determinar quién 
es sujeto legalmente capacitado para interpretar la ley. 

SaInterpretaciÓn auténtica es la debida al legislador o autor de la 
ley. Consiste en preceptos dictados por este mismo, tendientes a desen- 
trañar, sin modificarlo, el sentido de la ley anterior. 

6?-Interpretación usual, es la realizada por Órganos jurisdiccionales 
Su elemento básico es la costumbre. La costumbre es fuente formal del 
Derecho, si su obligatoriedad legal es reconocida por el Estado. E n  nues- 
tro Derecho la costumbre es fuente mediata, supletoria o subsidiaria de la 
ley. Sus efectos jurídicos se producen, excepción hecha de casos aislados 
en los que la ley le da carácter obligato'rio, a través de la jurisprudencia. 
La jurisprudencia, también es fuente formal del Derecho. Es la costum- 
bre expresada mediante manifestaciones del órgano jurisdiccional y hecha 
obligatoria en los terminos de la ley. La interpretación judicial es cosa 
distinta a la integración judicial de la ley. La primera tiene lugar cuando 
el juez desentraña el sentido de la norma; la segunda, cuando el juez colma 
la laguna de Derecho. E n  nuestro Derecho, la jurisprudencia es conducto 
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mediante el cual la costumbre llega a tener validez obligatoria para ciertos 
órganos jurisdiccionales. 

7?-Interpretación doctrinal es la debida a juristas. El sujeto que las 
realiza es indeterminado. Su elemento básico es la doctrina. Doctrina es 
conjunto de estudios científicos realizados por juristas, acerca del Derecho, 
con propósitos especulativos de sistematización de los preceptos de aquél 
o con la finalidad de interpretar sus normas y señalar las reglas de su 
aplicación. La doctrina es fuente formal del Derecho. La doctrina carece 
de fuerza obligatoria, a meno? que haya remisión expresa de la ley. Su  
fuerza en el ámbito del Derecho, depende de la que se derive de la Ió- 
gica dc sus propios argumentos. En  nuestro Derecho, la doctrina carece 
de fuerza obligatoria, formal directa y no puede ser considerada como 
fuente dc Derecho. No obstante, puede influir enérgicamente en el re- 
cinto jurídico, si el legislador al crear la norma, o el juez al entenderla y 
aplicarla, ;~ceptan las conclusiones de sus juicios. 

@-En síntesis: la interpretación, como operación del espíritu que 
indaga el septido de los textos legales o de otras formas jurídicas para 
obtener los principios norinativos que encierra, requiere un sujeto que 
la lleve a cabo. Sujeto.de la interpretación es cualquiera persona que a%- 
rigüc el sentido de la expresión jurídica. Tradicionalmente se ha afirma- 
[lo que pueden ser tres los sujetos que interpreten la ley; el legislador, el 
juez y el jurisconsulto. El señalamiento de estos tres sujetos es arbitrario. 
Pueden interpretar la ley personas que no reúnan ninguna de las calidades 
indicadas, si biep, no es lógico suponer que la interpretación de la ley se 
iealice, por lo común, por quien no sea jurisconsulto. 

9-Por lo que se deduce de la naturaleza de la interpretación, de la 
estructura de la cosa jurídica, de la Lógica, de la Ciencia del Derecho, 
del sentido común, no es posible afirmar que existen limitaciones para 
que cualquier persona inteligente realice labor de interpretación. 

10.-La interpretación puede tener dos diversas manifestacioiies: in- 
terpretación-pensamiento o interpretación-acción, según el intérprete re- 
serve para sí o exteriorice el fruto de su actividad intelectiva. 

La libertad de todo sujeto, para interpretar pensando o para inter- 
pretar actuando, están constitucionalmente consagrada y garantizada en 
los artículos 69 y 79 de nuestro Código Fundamental. 
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11.-El articulo 60 constitucional postula y garantiza no la libertad 
de pensar, en si inotorgable e ingarantizable, por incowcible, sirlo la li- 
bre manifestación del pensamiento y la de las ideas, en sus más extensas 
connotación y amplia denotación. La garantía de tal libertad comprende 
la de ciertos medios de manifestación específica, consagrados, por razo- 
nes peculiares, en otros conceptos constitucionales. Para asegurar esta ga- 
rantía, el artículo veda toda búsqueda o indagación concreta, intencionada, 
de la autoridad administrativa o judicial, que tenga por objeto la mani- 
testación del pensamiento, salvo los casos excepcionales que el propio 
precepto señala. 

12.-El articulo 7Q de nuestro Código Político es complementario 
del 69. Sirve de base a la garantía de la libertad jurídica de los princi- 
pales medios del pensamiento acción : la palabra hablada, impresa, manus- 
crita, dibujada, o por cualquier medio expresada, privada o públicamente. 

Obtenidos estos elementos, fácil es alcanzar una primera conclusión 
en el curso de nuestro trabajo. Evidentemente es falsa la afirmación de 
qut  la interpretación de la ley o de los contratos es atributo privativo del 
juez. El juez es uno de los sujetos numéricamente indeterminados que 
tienen capacidad legal para interpretar la ley o los contratos. Al lado 
del juez hállase el legislador y junto a lqllos dos, todas las personas, todos 
!os sujetos de derecho capaces de desplegar una actividad inteligente que 
sirva de mediadora entre un objeto que ha de ser comprendido y el propio 
sujeto que ha de comprenderlo. Por razones que han quedado explicadas, 
la doctrina y la ley hacen alusión especial al juez, cuando se refieren a 
la interpretación usual, y al legislador, cuando se refieren a la interpreta- 
ción auténtica, pero esta especial consideiación de tales sujetos de inter- 
pretación, en nada resta cualidad ni cantidad a la interpretación que pue- 
den realizar quienes no sean ni legisladores ni jueces. La interpretación de 
unos y de otros tiene valor especial por lo que ve a la fuerza imperativa 
que su dicho pueda ten'er. La obligatoriedad de la interpretación hecha 
por el legislador puede tener alcance tan amplio como el de la propia ley, 
cuando tal interpretación es refundida por su autor en un nuevo precepto 
legal que aclara o explica el anterior. La interpretación que emana del 
órgano jurisdiccional tiene, generalmente, alcance más reducido. En  los 
paises de Derecho consuetudinario, sin embargo, su acción obligatoria 
trasciende a confines tan lejanos, como los que alcanza la interpretación 
auténtica en regímenes jurídicos que no tienen como base la costumbre. 
EL radio de acción de la actividad judicial se ensancha y amplia tanto, que 
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el juez deja de ser mero intérprete del Derecho, es decir, órgano estatal 
que aplica la ley y quk para aplicarla la entiende, explica o aclara, para con- 
vertirse en órgano que integra y crea la ley. Colocadas en este plano la 
atribución y la función jurisdiccionales, la actividad del juez deja de ser 
elaboración puramente jurídica, para vinclularse estrechamente con con- 
ceptos, factores y fenómenos sociopolíticos. La adininistración de justicia 
está condicionada por la realidad social en la que se mueve el Órgano en- 
cargado de impartirla. Con dramaticidad y humorismo afirma Harvard, "O 

defendiendo esta actuación del órgano jurisdiccional: "Seria ocioso refe- 
rirnos hoy en día a la idea de la administración de la justicia al tiiodo de 
esas máquinas automáticas: Pótiganse los hechos en el orificio, empújese 
una palanca y retirese la decisión pridqterrninada. Hubo el vago empeño, 
en el siglo xrx, en todos los sistemas, de conformar el procediiniento ju- 
dicial a esta teoria. Una natural reacción vino a exigir un cambio radical 
en el procedimiento judicial: la substitución de aquel sistema por la norma 
personal y subjetiva del juez guiado, cuando mucho, por un concepto ge- 
neral del bien común." 41 Esta postura no sólo coloca al juez a la misma 
altura del legislador, por cuanto deviene: autor de la ley, sino que lo 
llega a liberar de la sujeción a la misma. Dice Max Rodiii, que "es Ia 
pura verdad que los tribunales (se refiere a los norteamericanos) pueden 
ir deliberadamente inás allá de los limites establecidos dentro de las vir- 
tualidades de la ley escrita. Pueden decidir contralegent. Esta es una 
perenne objeción dirigida a aquellos que exaltan demasiado la existcn- 
cia de lagunas en el derecho positivo. Podriase decir que, frente a una 
teoría hermenéutica precisa, los tribunales juzgarían menos frecuente- 
mente contra la ley de lo que hacen ahora, porque habría menos posibi- 
lidad de escapatoria para facilitarles el desvío. Pero si hacemos a un lado 
los preconceptos teológicos que tornan la monótolia función de las leyes 
escritas en un fiat de sabiduría semidivitia, también debemos hacer a ~ t n  
lado el temor de que rodeaba al juez desde los tiempos en que sus excc- 
cias en el prctorio representaban el poder soberano de modo inmediato. 
Un sistema más flexible y más factible de promover Iri responsahili<!:: 1 
judicial, podría efectivamente disminuir los peligros de arbitrio de part; 
-- 

40 Alipio Silveira, Ei Factor Político-Sori,ri, en la Infer)refaciótz de las Leyes. 
1916, pág. x x ~ .  

41 José Dzib Cardozo, ob cit., páz. 20. 

42 Statutory Interpretotion. "Harrard Law Review", tomo xmr, pág. 881 
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de los tribunales". Tanta ha sido la amplitud de las atribuciones hereda- 
das por el juez, de esta teoria, que uno de sus principales sostenedores, 
Roscoe Pound, ha tenido que defenderse de la amenaza de desembocar 
en el "derecho libr'q". Así, ha dicho: 43 "No sería posible una adininistra- 
ción de la justicia en la cual no hubiese ninguna norma general, y que 
recurriera solamente, en la aplicación, al arbitrio judicial; porque de 
cualquier modo, tendría que haber la norma general que organizara esa 
administración de la justicia. . . Bajo el. punto de vista estimativo, de 
ningún modo seria recomendable ese sistema de reducir al minitno las 
normas generales y otorgar facultades discrecionales máximas a los jue- 
ces, pues solamente un santo como Luis IX, actuando como juez bajo 
la encina de Vincennes, merecería confianza suficiente para que se le 
confiriese el nláximo de facultades discrecionales". La obligatoriedad de 
la interpretación judicial en el Derecho mexicano es inuclto más modesta. 
Sólo compele cuando se transforma en jurisprudencia y, en todo caso, 
únicamente a determinados órganos jurisdiccionales. No llega a tener 
amplitud de norma legislada. 

El  tercer sujeto capaz de interpretar la ley, es el simple particular, 
que no siendo ni juez, ni lsegislador, en la mayoría de los casos tiene 
calidad de jurista, pero en muchos otros no. La interpretación del jurista 
forma la doctrina. La doctrina, a diferencia de la ley y de la decisión 
judicial, carece de imperio positivo. Cuando ella trasciende al claustro 
juridico es porque el peso de sus silogismos es tan convincente que logra 
atravesar el tamiz legislativo o el judicial. Pero desde el momento en 
que el legislador o el juez hacen suya la doctrina, ésta deja de ser tal, 
para convertirse en ley o en sentencia. La interpretación doctrinal t.s 
libérriina, como es libérrimo el pensamiento y su manifestación sólo tiene 
los límites que tiene la de aquél. 

El fin mediato de la interpretación del jurista es la creación de la 
doctrina. Su fin inmediato es, generalmente, resolver cuestiones prácti- 
cas. Pero las cuestiones prácticas pueden ser resueltas aun por quien 
no sea jurista y si la corrección del raciocinio juridico que dé substancia 
a la interpretación de la ley tiene suficiente peso, la interpretación del 
profano, del que no es jurista, contribuirá también a crear doctrina. La 
interpretación auténtica y la interpretación usual, en tanto son elaboradas 

43 An Inboduction to the Philosophy of  Law. Capitulo rrr. Cita de Alipio 
Silveira, Roscoe Pound y la Hermenéutica luridica. "Revista de la Facultad de 
Derecho de México", enero-mano de 1954, p5.g. 144. 
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por órganos del Estado, constituyen no sólo facultades, sino obligaciones 
de tales órganos. El legislador tiene obligación de expedir la norma jurí- 
dica, como el juez tiene la de aplicarla sentenciando. La interpretación doc- 
trinal no puede constituir deber. Es, como fruto del pensamienteesencia 
y del pensamiento-accióu, derecho constitucionalmente consagrado y ga- 
rantizado. 

A la luz de estas consecuencias, derivadas de lo que con antelación 
he expuesto, tesis absurda y peregrina resulta, no sólo a los ojos de la 
Ciencia del Derecho, sino de la Lógica y del simple sentido común, la 
que afirma que es atribución exclusiva del juez interpretar la ley. Tanto 
equivaldría a decir que cuando el pensamiento tenga por objeto la norma 
jurídica, el titular de la libertad' de pensar y de la de expresar lo pensado, 
sólo puede ser el juez, y que tal libertad no existe ni aun para el le- 
gislador, y menos aún cara el jurista o para cualquier persona que trate 
de comprender un precrpto legal. La iiorina jurídica, como objeto del pen- 
samiento, vendría así a constituir límite (desprendido de la proporci6n 
sentada) a la libertad de oensar y a la de manifestar lo pensado, que no 
existe ni en nuestro Código Fundamental ni en ninguna otra Constitu- 
ción. '' Tal afirmación, hecha por autoridades es, desde el punto de vista 

44 Articulo 6O: 

1.-Constitución Politice de los E~todos  Unidos del Braril: 

Articulo 122.-La Constihición asegura a los brasileños y extranjeros resi- 
dentes en el país el derecho a la libertad, a la seguridad individual y a la propie- 
dad, en los términos siguientes: 

15.-Todo ciudadano tiene ei derecho de manifestar su pensamiento oralmen- 
te, por escrito, impreso o en imágenes mediante las condiciones y en los limites 
prescritos en la ley. La ley puede prescribir: 

a )  Can el fin de garantizar la paz, el orden y la seguridad pública, la censu- 
ra previa de imprenta, de teatro, de cinematógrafo. de radio-difusión. facultando 
a la autoridad competente para prohibir la circulación, la difusión o la representación; 

b) Medidas para imwlir las manifestaciones contrarias a la moralidad pú- 
blica y a las buenas costumbres, así como las especialmoite destinadas a la pro- 
tección de la infancia y de la. juventud; 

C) Providencias destinadas a la protección del interes público, bienestar del 
pueblo y seguridad del Estado. 

La imprenta se regulará en ley especial, de acuerdo con los siguientes principios: 

a )  La imprenta ejerce una función de cariiccer público; 
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profano, heridora del más rudimeptario buen sentido; y desde el punto 
de vista técnico, violatoria de los derechos públicos individuales y de las 
garantías otorgados y consignadas por los artículos 69 y 70 constitucio- 
nales, pues aunque es cierto que no hay inquisición, es manifiesto que si 
existe limitación carente del necesario fundamento legal. De no haber 
sido, como fué en el caso que motiva este estudio, hecha tal aseveración 
por el más alto Tribunal de la nación, en contra de ella habría precedido, 
con apoyo en la fracción I del articulo 103 de la Constitución y 19 de su 
Ley reglamentaria, el juicio de garantias. 

Al interpretar un contrato ley, o aun la ley misma, la persona 
moral que es el Instituto Mexicano del Seguro Social, no invadió, desde 
luego, atribución reservada al legislador o al juez, ni suplantó el desem- 
peño de funciones que le son inhete,ntes, puesto que su interpretación no 
iué ni auténtica ni usual. Al declarar el Instituto Mexicano del Seguro 

b) Ningún periódico podrá rehusar la inserción de comunicaciones guberna- 
mentales, en las dimensiones fijadas por la ley; 

c) Está aseyrado a todo ciudadano el dereclio de hacer insertar gratnitamen- 
te, en las periódicos que lo difamen o injuriaren, respuesta, defensa o rectificación; 

d) Está prohibido el anonimato: 

e) La responsabilidad se tornará efectiva por pena de prisión contra el di- 
rector responsable y pena pecuniaria aplicada a la empresa; 

f )  Las máquinas, caracteres y otros objetos tipográficos utilizados en la im- 
presión de un periódico, constituyen garantía para el pago dc la multa y de las eroga- 
ciones del proceso en las condenas pronunciadas por delito de imprenta, excluidos 
los privilegios eventuales derivados del contrato de trabajo de la empresa periodis- 
tica con sus empleados. La garantía podrá ser substituida par una caución deposi- 
tada al principio de cada año Y arbitrada por la autoridad competente, de acuer- 
do con la naturaleza, la importancia y la circulación del periódico. 

g )  No pueden ser propietarios de empresas periodísticas las sociedades por 
acciones al portador y los extranjeros, estando prohibido tanto a éstos como a las 
prsonas jurídicas participar en tales empresas como accionistas. La dirección de los 
periódicos, así como su orientación intelectual, política y administrativa, sólo podrá 
ser desempeñada por brasileños de nacimiento. 

11.-Constitución Política de la República de El Solwador: 

Articulo 47.-Toda persona puede libremente expresar de palabra o por es- 
crito, imprimir y publicar sus pensarnienlos en la forma que mejor le conviniere, 
sin previo examen, censura ni caución: pero deberá responder conforme a la ley 
por el delito que comcta. 
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Social que ciertos trabajadores de una empresa, a la luz de lo preceptua- 
do por las c!áusulas del contrato que rige las relaciones obreropatronales 
de ella, ticne tal o cual carácter (trabajadores temporales o trabajadores 
e\~cntuales), no dicta precepto general, abstracto o impersonal, que aclare 
el sentido de una ley vigel~te, lo que seria una ley; ni produce decisión 
que ponga fin al  conoci!uicnto de un juicio entre partes por el juez com- 
petente, lo qiie constituiría tina sentencia. Se limita a entender inteligen- 
temente el sentido de una disposición contractual que tiene que aplicar, 
y 3 poner de manifiesto el resultado de su labor comprensiva. 

No obstante la limitada particularidad del asunto que provocó la 
conclusión interpretativa del I~istituto Mexicano del Seguro Social, cons- 
treñiila a determinar en un caso concreto si ciertos sujetos (los trabajado- 
res) caían o no en la hipótesis contractual obligatoria dada (las cláusulas 
del contrato ley), puede decirse que su interpretación tiene carhcker 
doctrina!, aunque difícilmente puede revestirse su conclusión de trascen- 
dencia tal que alcance la generalidad de norma jurídica a través del órgano 
lcgisiativo, o de sentencia, por conducto del órcano jurisdiccional. 

Los autores o reproductores dc impresos calumniosos o injuriosos contra nacio- 
nes extranjeras, sus o representantes diplomáticos acreditados en el p i s .  
srráii juzgados a base de reciprocidad, observarido las leyes s:ilvadoreñas para la 
ii~i~>oslci¿ri de la peria. 

Eii ningún caso podrá secuestrarse la irnrireiita iii siic accesorios coma itis- 
t;uneiitos de dclito. 

111.-Coitslitució+z de los Estodos Unidos de Venezuela: 

.4rtiriila 32-La Nación gararitiza a los venezolanos: 

6*-La libertad de petisainiento, rnanifcstado de palabra, por escrito o por 
ni;,li<i de In im.i:reii!n u otros incdius de publicidad, pcro quedan rrijetris a peim, 
confoi-nie lo detcriiiiiie la ley, las cpresiones r,ue coiistitiiyaii injuria, calurniiia, di- 
ianiacióii. ultraje o instigación :> <lelinqiiir. No es permitido cl anot~imato, iii sc 
jciniilc iiir:xiii:n propzgaiida de guerra ni encamiriada a subvertir el orden politicr! 
O SI IC~RI .  

Se considerati contrarias a la independciicin, 7. 1- forma politica y a la par 
saci~,l de la nacihn las doitririnc rnniuniita 7 :.ii:iiqi:ista; y los que las proclamen. 
prcpnc?ieii o practiqiien serán ronrid~rr!<lrs col:io trzi<lores a I i  patria y castigados 
roiiforrne a las lcyes. 

F o d r i  en todo tiempo el Ejewtivo Fcrlernl, hB11ense o no suspendidas las 
garantías constitucionales, impedir 17. ccritrzda al territorio de la República o ex- 
pi~liarlos de $1 por el plazo de seis nieses o un año si se tratare de extranjeros. a 
los individuos afiliados a cualquier:: de las doctrinas antedichas, ciiando considerare 
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La interpretación del Instituto Mexicano del Seguro Social, es sim- 
ple pensamiento puesto en acción, cuya finalidad estriba en mediar entre 
un objeto que precisa ser comprendido (el sentido de las cláusulas del 
contrato ley) y el sujeto que ha de captarlo (el propio Instituto) ; y en 
expresar el resultado de tal entendimiento, por un acto administrativo 
concreto (resolución de una inconformidad). 

El pensamiento del Instituto fué elaborado con base en el derecho, 
que para hacerlo vimos tiene toda persona inteligente, y fué manifestado 
con apoyo en la libertad que para tal fin otorgan y consagran los articu- 
los 69 y 79 de la Constitución. 
- 
que su entrada al territorio de la República o su permanencia en él pueda ser peli- 
grosa o perjudicial para el orden público o la tranquilidad social. 

IV.-Consiiiución de los Estados Usidos de Norteaniérica: 

Enmienda la.-El Congreso no podrá dictar leyes que ...coarten la libertad 
de la palabra.. . 

V.-Consiifución de la República Española de 1931: 

Articulo 34.-Toda persona tiene derecho a emitir libremente sus ideas y opi- 
niones, valiéndose de cualquier medio de difusión sin sujetarse a la previa censura.. . 

VI.-Declaración francesa de los Derechos del Hoinbre y del Ciudadano: 

Articulo 10.-Nadie debe ser molestado par sus opiniones, incluso las religio- 
sas, en tanto que su manifestación no perturbe el orden público establecida por la Ley. 

Articulo 11.-La emisión del pensamiento y de las opiniones es uno de los dere- 
chos más preciados del hombre; todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir 
libremente, siendo responsable del abuso de esta libertad en los casos determinados 
por la ley. 

Arl!nilo 7': 

I . -Casi i t&wi  Política de la República Argentino: 

Articulo 14.-Todos las habitantes de la nación gozan de los simientes dere- 
chos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio, a saber: publicar sus ideas 
por la prensa sin censura previa. 

11.-Constiiución Polifica de la República de Colombia: 

Articulo 36.-La prensa es libre en tiempo de paz; pero responsable con arre- 
gb a las leyes, cuando atente a la honra de las personas, el orden social o la tranqui- 
lidad pública. 
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A pesar dc la conclusión alcanzada y la demostración evidente de 
que el Instituto Mexicano del Seguro Social, como persona, tiene fa- 
facultades para interpretar la ley, y para poner de manifiesto la interpreta- 
ción que haga, surge, de la naturaleza misma del Instituto, una duda que 
es necesario aclarar. El InstiMo Mexicano del Seguro Social es persona 
juridica. "Los artículos 19 y 59 de la Ley del Seguro Social definen a 
éste como un senzicio público, nacional y obligatorio, creindose para la 
organización y administración del mismo un organismo descentralizado 
con personalidad juridica propia que se denomina: "Instituto Mexicano 
del Seguro Social". 

De la lectura de los anteriores preceptos legales, aparece con toda cla- 
ridad que el Instituto es un organismo descentralizado dentro de una 
organización administrativa, y que por tanto, participa de las caracPeris- 
ticas propias y particulares del régimen descentralizado que hasta ahora 
ha señalado la t&cnica del Derecho Administrativo". 45 En calidad de orga- 
nisiiio descentralizado, el Instituto Mexicano del Seguro Social no está 
desligado del poder central del Estado, sino que ha sido creado por éste 
para realizar atribuciones gue le corresponden al mismo, tendientes a sa- 
tisfacer necesidades generales, mediante procedimientos técnicos que sólo 
están al alcance de funcionarios con preparación especializada. 

Con tal calidad, el Instituto Mexicano del Seguro Social participa en 
el desempeño de las atribuciones del Estado. La Ley que lo crea, al fin 

Ninguna empresa editorial de periódicas podrá, sin permiso del gobierno, re- 
cibir subvención de otros gobiernos ni de compañías extranjeras. 

Artículo 47.-(Vease supro, w b  articulo 6: 11). 

Articula 48.-Se prohibe la circulación de toda clase de publicaciones que tien- 
dan a la disolución de la sociedad salvadoreña o al relajamiento moral de sus ws- 
tumbres. 

El Estada podrá someter a censura, conforme a la ley, los espectáculos pú- 
blicos y la radiodifusión, 

1V.-Comtifución de los Estodos Unidos de Norfenn~évico: (Véase supra, sub 
articulo 6', IV). 

45 Alfonso Ponce Robles, El Instituto hlexicono del Seguro Social en la ley 
pwa el control de los organimws descentralizados y pmpresas de parfi¿paión er- 
tntnl (ponencia), pág. 1.  
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y al cabo reglamentaria de un precepto constitucional, es de orden fede- 
ral y el Instituto como organismo que desempeña un "servicio público 
nacional", participa del mismo carácter. Ahora bien, de acuerdo con nues- 
tro Código Fundamental, la Federación actúa conforme a facultades ex- 
presas y limitadas. "Las facultades que no están expresamente concedidas 
por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas 
a los Estados", dioe. el articulo 124 de la Constitución. 

Con vista a este principio cabe preguntar si el Instituto Mexicano 
del Seguro Social, como organismo estatal, aunque descentralizado, tiene 
facultad expresa para interpretar la ley, Única hipótesis en la que, aparente- 
mente, según el principio invocado, seria posible que realizara esta labor 
de interpretación. 

Es  fácil contestar con contundencia, negativamente a esta cuestión. 
En  efecto, el articulo 107 de la Ley del Seguro Social que señala las fun- 
ciones (atribuciones) de dicho organismo, no enumera entre ellas las 
de interpretar la norma de Derecho. La enumeración de atribuciones he- 
cha por el articulo 107, no es taxativa sino enunciativa, según se despren- 
de de su fracción x, que otorga al propio Instituto las "demás atribuciones 
que esta ley y sus reglamentos señalen". Ninguno de los Reglamentos de 
la mencionada Ley, ni ésta misma, conceden en forma categórica la men- 
cionada facultad de interpretación al Instituto, luego éste no podrá rea- 
lizarla. 

Sin embargo, esta respuesta negativa merece ser analizada con detc- 
nimiento para verificar su certeza o su incorrección. Para ello, necesario 
será hacer referencia a la capacidad de las personas morales. 40 

Existen intereses colectivos, especificainente distintos de los intere- 
ses individuales, que sobrepasan las energías de los individuos aislados y 
que crean la necesidad social de que sean protegidos. Esos intereses, para 
ser debidamente atendidos, requieren organizaciones jurídicas que pue- 
dan adunar los elementos humanos y materiales indispensables para satis- 
facer las necesidades colectivas. 

Siendo incapaz el individuo aislado para hacer prosperar esta clase 
de intereses, se impone coino necesidad lógica, encontrar una configura- 
ción legal que pueda suplir las deficiencias que el individuo tiene en su 
potencialidad por la brevedad de su vida. 

46 En la exposición que sigue me apego, en lineas generales, al estudio iné- 
dito del licenciado Fraiicisco H. Ruir, sobre la materia. 
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Es  exigencia real que diversas personas ligadas entre si por unidad 
de fin y por unidad de intereses sean tratadas juridicainente como una 
sola persona. Esa necesidad hizo surgir la figura jurídica de la persona 
moral, como procedimiento de unificacióii y concentración de los esfuer- 
zos individuales para la realización de aquel fin. Pero no es persona mo- 
ral toda rcunión de individuos que persigan un fin común, sino que la 
unión entre ellos debe ser de tal naturaleza que dé vida a una unidad 
jurídica, a la que el Estado reconozca entidad propia distinta de la de 
los individuos que se han unido para realizar ese fin. Entonces el Esta- 
do eleva a esa colectividad organizada de hombres a la categoría d& per- 
sona, es decir, reconoce en ella un ser capaz de derechos y de obligaciones. 

¿Cómo se verifica ese fenómeno de persoiiificacií,n, de una unidad 
que en sí misma es sólo una organización? Numerosas teorias han ela- 
borado filósofos y juristas para explicarlo; pero como no es este el sitio 
indicado para hacer trabajo de investigación científica acerca de las per- 
sonas morales, no expondré detalladamente cada una de estas teorias y 
sólo me ocuparé, de modo somero, de aquGllas que considero presupuestos 
necesarios para resolver la cuestión relativa a la capacidad jurídica de 
las personas morales, y entre ellas la del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, objeto de esta porción de mi estudio. 

Son numerosas y variadas las teorias formuladas acerca de la natu- 
raleza de las personas morales, pcro las mis  importantes y contrapuestas 
la forman dos grupos: el de las que niegan su substantividad y las con- 
sideran como ficción de Derecho; y el de las que afirman su realidad. 
Juzgo que esas dos teorías radicalmente antagónicas y otras de tenden- 
cias eclécticas pueden suministra; datos aprovechables para resolver el 
problema de que me ocupo. 

En  la realidad solamente encontramos hombres individuales, y grupos 
de hombres que se integran para llevar a cabo un fin común que bene- 
ficie a todos, pero que carecen de aquella unidad espiritual indispensable 
para que constituyan un solo ser. Para gozar de personalidad es nece- 
sario estar dotado de la facultad de pensar y querer conscientemente. 
Cuando la Iey considera al hombre como persona, no le coiifiere persona- 
lidad, sino que se la reconoce y confirma. Por el contrario, cuando el 
Derecho coiicede la capacidad jurídica a quien realmente no tiene la fa- 
cultad de pensar y querer, por una ficción, supone que está dotado de 
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esas facultades y le concede personalidad. E n  este caso la personalidad 
es ser artificial que el legislador crea para facilitar el comercio jurídico 
de un grupo de individuos que se proponen realizar un fin común lícito 
y a quienes, sin desconocer que son varios, se les considera jurídicamw- 
te como si fueran un solo ser, a fin de que sin tropiezos se alcance el 
fin colectivo que motivó la agrupación. La persona física, por ser real, 
tiene derechos inherentes a su naturaleza, que el legislador reconoce y 
garantiza pero que no crea, mientras qiie las personas morales, esos seres 
ficticios a los que el legislador da origen, no pueden tener más derechos 
que los que éste quiera concederles, ya que su capacidad jurídica es obra 
del legislador. 

Si se acepta esta teoría de la ficción de las personas jurídicas, la 
cuestión que motivó este trabajo está resuelta, porque con base en aqué- 
lla, se llegará a la conclusión de que las personas morales no tienen más 
derecho que los que expresamente l q  concede el legislador y su activi- 
dad se concretará al ejercicio de esos derechos. Sería imposible, pues, 
admitir que el Instituto Mexicano del Seguro Social tuviera facultad de 
interpretar la norma jurídica ya que, como quedó dicho, el legislador no 
le confirió esta atribución expresa. 

Pero la teoría acabada de resumir ha sido vivamente impugnada. 
En nuestros días se le considera descartada y superada. Contra ella se 
ha argüido que la explicación que da de la naturaleza de la persona 
moral no es satisfactoria: un ser que en realidad no existe, que es fic- 
ticio, no podría ser titular de patrimonio; la ficción es inadecuada como 
medio de construcción científica, porque supone carencia de conocimien- 
to exacto; la ficción es problema no resuelto, expediente al que se recurre 
para ocultar lo que no se sabe; es inexacto que la persona moral sea sólo 
ser artificial creado por la ley, porque la creación de personas morales 
no queda al arbitrio del legislador, sino que se impone a él. Desde que 
el Derecho positivo llega a cierto grado de perfección, desde que la vida 
jurídica de un pueblo se desarrolla intensamente es indispensable la crea- 
ción de personas morales que día a día evolucionan y extienden su es- 
fera de acción. Se puede asegurar que su creación obedece a imperiosa 
necesidad. No es el legislador el que, poniendo en jirego su imaginación, 
su fantasía, ha creado las personas morales; son las necesidades de Ia 
vida social las que las han impuesto. Si el legislador pudiera discfecio- 
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nalmente conceder o revocar la capacidad jurídica, extenderla o limitada 
a voluntad, desapareceria toda seguridad para personas morales que so11 
factores esenciales en la vida de las naciones, porque constituyen gigan- 
tescas empresas, con capitales cuantiosos que impulsan la vida económica 
del país. 

Quienes elevan tales impugnaciones, replican que la persona moral 
es entidad real, entidad substantiva que tiene verdadera existencia por- 
que posee voluntad colectiva distinta de la voluntad de los individuos que 
la integran. E l  hombre no debe ser considerado únicamente como scr ais- 
lado, sino también como integrante dej un todo, es decir, como parte de 
las diversas agrupaciones en que se desarrolla su vida juridica. E l  Dere- 
cho debe regular las relaciones humanas en armouia con esa doble situa- 
ción del hombre. Debe proteger no sólo al individuo, sino también a 
las a,rrriipaciories humanas permanentes que aspiran a realizar un fin 
colectivo. Al lado del individuo hay grupos de seres humanos que tienen 
derechos y obligaciories y que adquieren calidad de personas, cuando no 
son simplemente pluralidad de individuos, sino unidad que hace nacer 
un nuevo ser distinto de los iniembros componentes. La persona moral 
no es ser ficticio, mera creación del legislador, sino ser real, aunque no 
del mundo corpóreo, sino del mundo jurídico. La persona moral no es 
realidad fisica, sino ideal; pero no por eso es ficción; no tiene vida fingi- 
da, sino verdadera, porque es producto necesario de la vida social. La 
persona jurídica, por su esencia, es en Lógica, concepto ideal, que como 
las nociones geométricas, tiene existencia sólo en el tiempo, pero por sus 
efectos, la persona moral es también tangible, tiene repercusiones y vi- 
vencias espaciales, es decir, es real. 

El concepto de persona no se identifica con el concepto de hombre, 
sino con el concepto de sujeto de derecho, por lo que puqde haber sujeto 
de derecho que no sea hombre. Pero no por eso el concepto de persona 
puede independizarse por completo del coircepto de hombre. E l  hombre pue- 
de obrar como individuo o como miembro de un ente colectivo, pero 
esto no produce desdoblaniiento del ser humano, no se convierte éste en 
ser doble: es el mismo ser que actúa en diferentes situaciones jurídicas. 
Como el hombre, desarrolla su vida individual simultáneamente a su vida 
social. I'uede dedicar su actividad jurídica a ejecutar actos en una y en 
otra esfera. El ser a que da nacimiento su obrar colectivo no es cierta- 
mente del mundo seiisible, pero no por ello es ser fantástico, ficticio, 
producto de su imaginación. Tiene uiia realidad, no fisica, sino jurídica. 
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Entre las teorías re+listas hubo una que tuvo auge en el siglo pasado, 
en la infancia de la Sociología y cuando la gran evo!ución que tuvieron 
las ciencias biológicas originó que éstas invadieran campos de otras dis- 
ciplinas científicas. Algunos sociólogos juristas, entre ellos René Worms, 47 

pretendieron que tuviera aplicación a la ciencia juridica la doctrina 
sociológica que sostiene que la sociedad es organismo viviente, en el senti- 
do biológico de la palabra. Según ellos, la persona moral es ser orgánico, 
que debe incluirse entre los seres vivientes que tienen existencia obje- 
tiva, tan real y completa como la persona física. En la actualidad ha sido 
abandonada esa teoria, que se funda en comparaciones, en verdaderas 
metáforas y en dztos metajuridicos. Las personas morales no son orga- 
nismos, sino organizaciones. Es absurdo considerar a la persona moral 
como especie de animal superindividual. 

Ahora bien, para la teoria realista, por la equiparación que hace en- 
tre la persona física y la moral, ésta posee la misma capacidad juridica 
que aquélla, salvo las facultades que tienen como presupuestos necesa- 
rios, principios biológicos sólo aplicables al individuo, como el sexo, la 
edad, la comunidad de sangre, etc., así como las limitaciones que por 
razones económicas o de interés general, impone la ley a su capacidad, 
como, por ejemplo, la prohibición constitucional de adquirir y aun de 
administrar determinados bienes. Aun saliendo del campo patrimonial, 
las personas morales y las físicas gozan de status común, pues unas y 
otras tienen nombre, nacionalidad, domicilio, etc. Tratándose de la capa- 
cidad de Derecho de las personas físicas y de las morales, rige el principio 
jurídico de que la capacidad es la regla general y la incapacidad es la 
excepción. Según esta tesis, la solución a nuestro problema es clara y 
sencilla: el Instituto no tiene prohibición legal expresa de interpretar 
la norma; por ello no debe admitirse su tácita capacidad para ello. 

Entre las doctrinas, extremas y opuestas, de la ficción y de la 
realidad, aparece una postura intermedia, teoria de tendencias eclécticas 
porque toma de las doctrinas aludidas elementos que, modificados en 
parte, aprovecha para nuevas construcciones. Esta teoría, que puede de- 
nominarse teoria de la realidad técnica de la persona moral, sostiene que 
la persona moral es un procedimiento técnico creado por el Derecho para 
asegurar la unidad de acción y el pqfecto y libre funcionamiento de cier- 

47 Philosophie des Sciences Sociales. Seconde Edition. M .  Giard y E. Briere. 
París, 1913. 
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tos grupos hun~anos que persiguen un fin común que los beneficia y 
puede, también, beneficiar a la colectividad. 

La persona moral no es más que creación jurídica que sirve para 
asegurar a determinada clase de agrupaciones humanas el fáci! disfrute 
ile los bienes dedicados a un fin duradero, no transitorio ; y para hacer ex- 
pedito el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones 
de esas agrupaciones. somcte su patrimonio a régimen jurídico especial, 
personificante. 

E1 Derecho objetivo, así como reconoce personalidad jurídica al hom- 
bre, puede atribuir la misma cüalidad a otras entidades. Los hombres 
se presentan en la escena jurídica, unas veces como individuos y, otras, 
formando parte de agrupaciones de variada extciisión e indole, en las 
cuales parece que son absorbidos. Los hombres que crean la agrupación 
pueden morir o ser substituidos sin que la agrupación formada dcsaparez- 
<a  y sin que deje dc conservar su unidad. Esta unidad es indispensable, 
porque si obraran conjuntamente los que componen el grupo, su acción 
seria difícil, retardada y poco eíicaz, por la discrepancia de opiniones 
que pudiera haber. E s  indispensable que el grupo opcre coino si fuera 
una sola persona. 

Cuando un grupo de hombres persigue un fin común, esa unidad de 
fin nos hace considerar iuentalmente a ese grupo como unidad, no obs- 
tante que, en realidad, hay pluralidad de personas. Este concepto de uni- 
dad es abstracción, pcro no es ficción. La abstracción tiene realidad psi- 
cológica, tiene la realidad de un proceso merital ; se basa en hechos reales, 
tiene existencia en el tiempo, no es creación de la imagitiación, sin sus- 
trato real. La persona moral es ckación del Derecho, pero extraida de 
la vida real: por eso no es mera ficción. E l  legislador no hace más que 
traducir en términos jurídicos situaciones elaboradas en la vida social, 
que merecen ser acogidas y protegidas porque son útiles para la colecti- 
vidad. La elevación de un grupo de indii~iduos al rango de persona jurídica 
indepqndiente y substantiva, distitita de los miembros que la coinpouen, 
no es mera ficcibn. Para el Derecho, la persona moral cs persona efectiva, 
realidad jurídica, categoría legal. La persona moral es creación que no 
pertenece al inundo de las realidades sensibles; es creación de ia nientc, 
producto del pensamiento, que sólo constituiría hipótesis explicativa de 
un fenómeno, si el Derecho no interviniera para aceptarla y sancionarla. 
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La inteligencia puede formular hipótesis más o menos fundadas; pero 
sólo el legislador puede hacerlas producir consecuencias juridicas. 

Por lo que toca a la capacidad jurídica de las personas morales, los 
partidarios de la teoría que analizamos, adoptan también, posición inter- 
media. Como rechazan la teoría de la ficción, no están de acuerdo en que 
la persona moral sólo tenga las facultades que graciosamente le conceda 
el legislador; pero como también impugnan la teoria realista que sostierie 
que la persona moral tiene realidad objetiva como la persona fisica, 110 

admiten la equiparación, en lo que se refiere a su capacidad jurídica, entre 
persona fisica y persona moral. 

12s  personas físicas individuales pueden emplear su actividad jurí- 
dica en la realización de los fines o propósitos que mis  les convengan, sin 
más taxativa que la de que esos fines no sean contrarios n la 
ley. Pueden encaminar su actividad jurídica en un sentido o en otro, pues el 
Derecho no señala a cada hombre los objetos a que debe dedicar su activi- 
dad y el empleo que debe dar a sus recursos. Cosa diferente pasa a las per- 
sonas morales. Estas tienen misión determinada y exclusiva que cumplir y 
su actividad debe dedicarse a realizar el fin que determinó su constitución. 
Ellas son creadas para vencer las dificultades que nacen del ejercicio con- 
junto de las actividades de un grupo de hombres, cuando para la conse- 
cución del fin que motivó su creación, falta la unidad en el obrar. Cada 
persona moral se especializa, se caracteriza, por el objeto que se propone 
alcanzar mediante un conjunto de operaciones adecuadas. Todos sus actos 
ciehen tender a realizar ese objeto, y los que violen las reglas de su espe- 
cialización estarán privados de efectos jurídicos. 

En  resumen, supuesto que la creación de las personas n~orales obede- 
ce a la necesidad lógica de crear una organización jurídica que permita 
actuar con eficacia y sin dificultades a determinados grupos de hombres 
que han unido sus esfuerzos y sus recursos para realizar un fin común 
lícito que los bepeficie, lo misino que a la colectividad, constituida la per- 
sona moral debe tener todas las facultades necesarias para la consecución 
del fin lícito que motivó su formación; pero no aquéllas que sean ajenas 
a la realización de ese fin. La persona moral no goza, pues, de  capacidad 
jurídica general, sino de ésta, limitada del modo que se acaba de expresar. 

De acuerdo con lo postulado por la teoría de la realidad técnica de 
las personas morales, el Instituto Mexicano del Seguro Social, como orga- 
nismo público descentralizado, tendrá además de las atribuciones expresas 
que le otorga la Ley de la materia y sus Reglamentos, todas aquellas fa- 
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cultades necesarias para la consecución del fin a que está destinado. Este 
fin, como indiqué en párrafos anteriores, es la prestación del servicio pú- 
blico de seguridad social. Por ello, en presencia del problema que nos 
ocupa, es necesario determinar si la interpretación de las normas jurídicas 
es actividad que pueda ser considerada necesaria o Útil para que la persona 
jurídica en cuestión realice el fin que motivó su constitución. 

El Instituto Mexicano del Seguro Social no podría desempeñar nin- 
guna de las atribuciones que tiene encomendadas, al margen de la Ley o 
de los Reglamentos relativos. Hacerlo así, sería desconocer la esencia ju- 
rídica misma que da origen a su constitución y que norma su funciona- 
miento. El Instituto es una de tantas moléculas que integran el todo juri- 
dico de nuestra administración. Esta, en razón de su base constitucional, 
es manifestación de iin régimen de Derecho. Por ello, la aplicación de 
la norma jurídica es requisito indispensable para el nacimiento y funcio- 
namiento de uno de los órganos de tal régimen. Y lo primero que este or- 
ganismo descentralizado tendrá que hacer para cumplir con lo antes indi- 
cado, es comprender la ley y sus reglamentos. Para esta comprensión, 
según se ha expuesto repetidamente en este trabajo, es indispensable la 
interpretación de las normas. Ni la ley ni los reglamentos sobre seguridad 
social escapan a la necesidad de ser entendidos por quien ha de aplicarlos y 
ha de ejercer los derechos que ellos atribuyen o cumplir las obligaciones 
que los mismos señalan. La interpretación, pues, es actividad no sólo ne- 
cesaria, sino indispensable para que el Instituto Mexicano del Seguro So- 
cial actúe racionalmente dentro del régimen de Derecho a que está sujeto. 
Inútil es advertir, por otra parte, que esta necesidad ineludible es común 
a todas las personas sujetas a régimen jurídico normativo. 

Hasta aquí he visto las más relevanks doctrinas que tratan de explicar 
la esencia, naturaleza y atributos de la persona moral; y entre estos últi- 
mos, lo que cada postura expuesta afirma acerca de la capacidad de la 
persona moral. Pero este problema ha sido abordado por separado. 

Efectivamente, en la teoría y en el Derecho positivo se observan cri- 
terios opuestos 'en lo que ve a la extensión de la capacidad jurídica de las 
personas morales. La tendencia expansionista llega a sostener que, salvo 
aquellas facultades que tienen como presupuestos la aplicación de leyes 
biológicas (sexo, edad, comunidad de sangre), la capacidad jurídica de 
las personas morales y la de las personas físicas es la misma. La tenden- 
cia restriccionista, por lo contrario, afirma que, aun en materia patrimc- 
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nial, las personas morales no gozan de más derechos, no tienen más facul- 
tades, que las que expresamente les concede la ley. 

En vista de esa divergencia de opiniones y de legislaciones positivas, 
la cuestión relativa a la extensión de la capacidad juridica de las personas 
morales no debe ser resuelta dogmática, sino pragmáticamente, teniendo 
en cuenta lo que dispone cada legislación particular. 

En el derecho angloamericano prevalece la teoria donominada ultra vi- 
res. Conforme a esta doctrina, que ha cristalizado en la legislación, una per- 
sona moral puede obrar tanto cuanto sea necesario para la consecución de 
su fin. Las facultades de que goza no se extienden más allá de lo que es 
necesario para realizar el objeto que se hizo constar en el acto de consti- 
tución o en la ley que creó a la persona. La solución es similar a la que 
apunta la teoria de la realidad técnica de la persona juridica. 

Principio análogo sostiene la doctrina francesa, bajo el nombre de 
teoría de Ia especialidad. Buen número de tratadistas franceses enseñan 
que las personas morales son protegidas por la ley para que puedan reali- 
zar determinada función que se considera necesaria o Útil para la comu- 
nidad; y que e1 fin licito que se propone alcanzar y la actividad que para 
conseguirlo despliega, dan la medida de su capacidad juridica. 

La creación de las personas morales obedece a necesidad social que 
obliga al legislador a recurrir a la técnica para resolver acertadamente 
un problema jurídico, consistente en organizar una institución adecuada 
para que un gmpo de hombres que unen sus recursos y sus esfuerzos rea- 
lide, con unidad en el obrar y sin dificultades ni tropiezos, un fin lici,to 
que se considera digno de protección porque esta encaminado a satisfacer 
necesidades legitimas del grupo y de la colectividad. 

Si lo licito del fin u objeto de la persona juridica y su utilidad social 
motivan la inter\rgnción del legislador para crear un régimen jurídico es- 
pecial para ella, es lógico que se conceda a esa persona moral la capacidad 
jurídica necesaria y los derechos y facultades suficientes para realizar ese 
fin u objeto juzgado digno de proliección. 

Pero no hay razón para que esa persona moral se considere facultada 
para desarrollar actividades ajenas, no inherentes al objeto o al fin para 
los que fué creada. 

Como conclusión del examen de las teorías expuestas sobre la natu- 
raleza juridica de las personas morales y sobre la extensión de sus fa- 
cultades es licito afirmar que, salvo lo que se desprende de la teoría de 
la ficción, ya abandonada y superada, las demás doctrinas indican que las 
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personas juridicas, como el Instituto Mexicano del Seguro Social, pueden 
realizar o bien todas aquellas facultades que no tengan expresamente pro- 
hibidas, igual que las personas físicas (teoría de la realidad), o bien todas 
aquellas atribuciones inherentes a la consecución del objeto para el que 
fué creada la persona moral, exclusión hecha de las que sean ajenas a tal 
propósito (teoría de la realidad técnica y corrientes anglosajona y fran- 
cesa). 

En  esta virtud, y descartada la teoria de la ficción, podríamos con- 
cluir que el Instituto Mexicano del Seguro Social tiene capacidad sola- 
mente limitada por prohibiciones expresas o capacidad condicionada por 
el fin que persigue y limitada por facultades no inherentes a dicho fin. Y 
esta aseveración permitiría asentar, en definitiva, que es facultad del Ins- 
tituto interpretar la norma juridica, ya sea porque se tome en cuenta 
que no hay prescripción que prohiba tal actividad o porque se considere 
que ella es no sólo necesaria, sino indispensable a la consecución del ob- 
jeto de la institución. 

Pero es dable intentar una consideración más que refuerce esta con- 
clusión. Efectivamente, a pesar de lo que sobre las limitaciones a la ca- 
pacidad juridica de las personas morales indican la teoría de la realidad 
técnica y las variantes anglosajona y francesa, si se estudia con cierta 
acuciosidad la capacidad de Derecho de las personas jurídicas, se conven- 
drá que no es rigurosamente exacto que la persona moral tenga verdadera 
incapacidad juridica para ejecutar actos lícitos que no estén comprendi- 
dos dentro del objeto para el que fué creada o que no sean necesarios 
para la consecución del mismo. La limitación que sufre su actividad para 
no trasponer los límites marcados por el objeto social, más que su inca- 
pacidad jurídica, es consecuencia necesaria del acatamiento, del respeto 
que merece la voluntad expresada por quienes constituyen la persona 
moral (caso de sociedades), o por la 1:y que la rige (caso de los orga- 
nismos públicos descentralizados). Los que participan como individuos 
en la integración de la persona moral, han convenido, o se ven obligados 
por la ley, a dedicarse a determinadas actividades, a realizar determinado 
fin u objeto, y solamente haciendo las reformas correspondientes a la 
escritura constitutiva, a los estatutos o a la ley orgánica, podrán variar 
las actividades a que en lo sucesivo Se deban dedicar. Hechas estas re- 
formas, la persona moral, sea sociedad privada u organismo descentraliza- 
do, que se consideraba incapaz para la realización de determinados actos 
adquiere dicha capacidad. Tal circunstancia pone de manifiesto que en 
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el fondo de la hipótesis considerada no había más que una limitación a 
su actividad, voluntaria o legalmente creada y que, también voluntaria 
o legalmente puede ser hecha desaparecer, recurriendo al procedimiento 
legal correspondiente. La incapacidad no es, por tanto, esencial, sino mera- 
mente accidental. Por ello, en el peor de los casos, en el supuesto de que 
se desconocieran sin razón los fundamentos invocados para apoyar la 
capacidad de toda persona moral para interpretar la norma juridica, la iu- 
capacidad consecuente, tendría carácter relativo, accidental, nunca subs- 
tancial. Esta carencia de substantividad de la supuesta incapacidad con- 
tribuye a echar por tierra la afirmación tribunalicia que gloso en este 
trabajo. 

Para terminar, sólo resta asentar, a modo de resumen y de conclusión 
final, que es falsa y carente de fundamentos lógico y jurídico la aseve- 
ración de que la interpretación de la norma de Derecho sólo es necesaria 
o posible cuando ésta es obscura. También es falso que la interpretación 
sea labor privativa de los tribunales, y que, consecuentemente, el Ins- 
tituto Mt:xicano del Seguro Social, por no ser tribunal, carece de faculta- 
des para interpretar un contrato-ley. 

La norma clara es tan interpretable como la norma obscura, y la 
interpretación legal no es interpretación de la ley, sino interpretación de 
la norma juridica, en su sentido más amplio. La norma puede ser inter- 
pretada por el juez, pero también puede serlo y lo es, por el legislador, 
por el jurista, o por el simple particular que la entiende y la comprende. 
El tribunal que hizo la afirmación comentada, confunde lastimosamente 
la posibilidad de que sea interpretada la norma juridica por pluralidad 
indeterminada de sujetos, con la fuerza que debe emanar de la interpre- 
tación sentada, según la distinción del sujeto que interprete. Entre la in- 
terpretaciones que realizan cada uno de los sujetos indicados, sólo hay 
diferencia por lo que hace a la obligatoriedad de la conclusión alcanzada 
al interpretar la norma, pero no por lo que ve a la esencia misma de 
la labor interpretativa. Negar la posibilidad de que sujetos distintos del 
juez interpreten la norma juridica, es negar la existencia de la interpreta- 
ción auténtica y cegar la fuente que da vida a la doctrina. La interpreta- 
ción debida al juez se distingue de la debida a los otros sujetos mencio- 
nados, en que aquélla tiene por base la costumbre, fuente mediata, suple- 
toria y subsidiaria del Derecho, y en que, merced a la satisfacción de 
ciertos requisitos jurídicos, llega a dar nacimiento a la jurisprudencia, 
que también es fuente formal del Derecho. No es posible afirmar que 
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existan limitaciones para que cualquier persona inteligente realice labor 
de interpretación, dado que ésta e s  operación del espíritu que indaga el 
sentido de los textos legales o de otras formas jurídicas, con propósitos 
definidos. La interpretación puede manifestarse como simple pensamien- 
to que el intérprete reserve para sí, o como acción que el intérprete ponga 
de manifiesto por cualquier medio que tenga a su alcance. Lo primero 
puede hacerlo el intérprete con base jurídica amplia y expresa, definida 
en el artículo 60 constitucional; y lo segundo, en iguales términos, con 
apoyo en el propio artículo 69 y en el artículo 79 del Código Fundamental. 

Con fundamento en estos mandamientos constitucionales, el Insti- 
tuto Mexicano del Seguro Social, tiene facultad para realizar, por medio 
de sus representantes, labor de comprensión, de indagación y de búsqueda 
del sentido de la norma jurídica y para guardar el resultado de tal labor 
para si o para revelarlo en los términos amplísimos que se derivan de los 
preceptos mencionados. El  Instituto Mexicano del Seguro Social es persona 
moral, que tiene que realizar un cometido encomendado expresamente 
por la ley, cometido para cuya realización la labor de interpretación es no 
sólo necesaria, sino indispensable, así como también lo es para la constitu- 
ción y la existencia misma de la institución, labor no limitada ni por el 
Derecho común ni  por las leyes relativas. 
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